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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE LA PRESIDENCIA

ORDEN de 16 de noviembre de 1995, por la
que se dispone la publicación de la relación de Letra-
dos de la Junta de Andalucía adscritos al Gabinete
Jurídico de la Junta de Andalucía.

Con la finalidad de dar la debida publicidad a su
postulación procesal, el artículo 5 del Decreto 323/1994,
de 28 de septiembre, por el que se regulan la organización
y funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía,
prevé que por la Consejería de la Presidencia se disponga,
en el primer mes de cada año judicial, la publicación en
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía de la relación
de Letrados de la Junta de Andalucía en servicio activo
en el Gabinete Jurídico, relación en la que, de acuerdo
con la disposición adicional 3.ª del mismo Decreto, habrán
de incluirse también los demás funcionarios que ocupen
puestos de trabajo de Letrados del Gabinete Jurídico.

Asimismo, y de acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 36.2.º del Decreto 323/1994, la publicación anterior-
mente referida deberá recoger la sede del Gabinete Jurí-
dico de la Junta de Andalucía, así como la de los Servicios
Jurídicos Provinciales de la misma, lugares estos que, de
acuerdo con el apartado 1.º del mismo artículo, se fijan
como domicilio de la Administración de la Junta de Anda-
lucía a todos los efectos procesales, y sin perjuicio de lo
que pueda disponerse expresamente por alguna Ley.

Advertidos errores en la publicación de la referida rela-
ción, realizada por Orden de 17 de octubre de 1995 (BOJA
núm. 138, de 2 de noviembre de 1995), a continuación
se publica íntegro el texto de la referida Orden con las
correcciones necesarias.

Por todo lo que antecede, y en uso de las atribuciones
que tengo conferidas

O R D E N O

Primero. De acuerdo con lo dispuesto en el artícu-
lo 5 del Decreto 323/1994, de 28 de septiembre, los
Letrados de la Junta de Andalucía en servicio activo con
destino en el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía
son los que se incluyen en la relación que se contiene
en el Anexo I de la presente Orden. De conformidad con
lo previsto en la disposición adicional 3.ª del referido
Decreto, se incluyen asimismo en dicha relación los demás
funcionarios que ocupan puestos de trabajo de Letrados
del Gabinete Jurídico.

Segundo. En cumplimiento de lo previsto en el artícu-
lo 36 del Decreto 323/1994, se incluye en el Anexo II
de la presente Orden el domicilio de la sede de los Servicios
Centrales del Gabinete Jurídico, así como los de los Ser-
vicios Jurídicos Provinciales de la Junta de Andalucía.

Tercero. Publíquese en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Sevilla, 16 de noviembre de 1995

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

LUIS PLANAS PUCHADES
Consejero de la Presidencia

ANEXO I

- Doña M.ª del Amor Albert Muñoz.
- Doña María Dolores Blanco Aguilar.
- Doña Carmen Carretero Espinosa de los Monteros.
- Don Manuel del Castillo Gutiérrez.
- Don José Manuel Delgado Utrera.
- Don Mariano Díaz Quero.
- Don Antonio Faya Barrios.
- Doña María Dolores Fernández Casado.
- Doña Elisa Isabel Fernández-Vivancos González.
- Don César Girón López.
- Don José Mario Guisado Barrilao.
- Don Eduardo Hinojosa Martínez.
- Doña Mercedes Izquierdo Barragán.
- Don José Joaquín Jadraque Sánchez.
- Don Salvador Jiménez Bonilla.
- Don Jesús Jiménez López.
- Don Luis Jover Oliver.
- Don León Lasa Fernández-Barrón.
- Don Angel Marrero García-Rojo.
- Don José M.ª Monzón Ristori.
- Don Manuel Navarro Atienza.
- Doña Carmen Olivares Espigares.
- Don José Ortiz Mallol.
- Doña Ana Parody Villas.
- Don Pedro Pérez González-Toruño.
- Doña María Eugenia Real Heredia.
- Don Tomás Requena López.
- Don Ricardo Reinoso Laso.

ANEXO II

Gabinete Jurídico (Servicios Centrales), Monsalves, 8
y 10 (Sevilla).

Servicios Jurídicos Provinciales.
- Almería: Paseo de Almería, 68.
- Cádiz: Plaza de España, 19.
- Córdoba: Calle San Felipe, 5.
- Huelva: Avda. Sanlúcar de Barrameda, 3.
- Granada: Gran Vía, 34.
- Jaén: Plaza de las Batallas, 3.
- Málaga: Avda. de la Aurora, 57.

RESOLUCION de 14 de diciembre de 1995,
de la Dirección General de Asuntos Europeos y Co-
operación Exterior, por la que se hace pública la
relación de beneficiarios a partir de la Resolución
que se indica.

De conformidad con lo establecido en el artículo 21.5
de la Ley 9/93 de 30 de diciembre de Presupuesto de
la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1994, la Con-
sejería de la Presidencia ha resuelto hacer pública la rela-
ción de los beneficiarios de las becas concedidas en base
a la Resolución de 13 de julio de 1995, por la que se
convocan cinco becas para realizar trabajos de investi-
gación y apoyo en las Eurobibliotecas de Almería, Cádiz,
Huelva y Jaén y en el Punto de Información Europea de
Málaga (BOJA num. 104 de 25 de julio de 1995):

Beneficiaria: Marta González-Carrascosa Bassadone.

Destino: Eurobiblioteca de Almería.

Importe: 1.090.000 ptas.
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Beneficiaria: María Teresa Vargas Macías.
Destino: Eurobiblioteca de Cádiz.
Importe: 1.090.000 ptas.

Beneficiario: Jesús Carlos Luna Huertas.
Destino: Eurobiblioteca de Huelva.
Importe: 1.090.000 ptas.

Beneficiaria: Concepción Muñoz García.
Destino: Eurobiblioteca de Jaén.
Importe: 1.090.000 ptas.

Beneficiaria: María Eugenia Chacón Mohedano.
Destino: Punto de Información Europea de Málaga.
Importe: 1.090.000 ptas.

Sevilla, 14 de diciembre de 1995.- El Director General,
Carlos Yáñez-Barnuevo García.

RESOLUCION de 14 de diciembre de 1995,
de la Dirección General de Asuntos Europeos y Co-
operación Exterior, por la que se hace pública la
concesión de una beca a partir de la Resolución
que se indica.

De conformidad con lo establecido en el artículo 21.5
de la Ley 9/93 de 30 de diciembre de Presupuesto de
la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1994, la Con-
sejería de la Presidencia ha resuelto hacer público el bene-
ficiario de la beca concedida en base a la Resolución de
esta misma Consejería de 5 de octubre de 1995, por la
que se convoca una beca para realizar trabajos de inves-
tigación y estudio en el Punto de Información Europea de
Málaga (BOJA núm. 133 de 19 de octubre de 1995).

Beneficiaria: Marina Rodríguez Hervella.
Importe: 1.090.000 ptas.

Sevilla, 14 de diciembre de 1995.- El Director General,
Carlos Yáñez-Barnuevo García.

RESOLUCION de 14 de diciembre de 1995,
de la Dirección General de Asuntos Europeos y Co-
operación Exterior, por la que se hace pública la
concesión de una beca a partir de la Resolución
que se indica.

De conformidad con lo establecido en el artículo 21.5
de la Ley 9/93 de 30 de diciembre de Presupuesto de
la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1994, la Con-
sejería de la Presidencia ha resuelto hacer público el bene-
ficiario de la beca concedida en base a la Resolución de
13 de julio de 1995, por la que se convoca una beca
para la realización de trabajos de investigación y de estudio
en Bruselas (BOJA núm. 104 de 25 de julio de 1995).

Beneficiaria: María de los Angeles Ruiz Ruiz.
Importe: 1.770.000 ptas.

Sevilla, 14 de diciembre de 1995.- El Director General,
Carlos Yáñez-Barnuevo García.

CONSEJERIA DE GOBERNACION

ORDEN de 30 de noviembre de 1995, por la
que se concede una subvención a la Diputación Pro-
vincial de Huelva.

Con el fin de mejorar la infraestructura de los servicios
Contraincendios y Salvamentos en Andalucía, la Consejería
de Gobernación ha venido concediendo a las distintas
Administraciones, interesadas en la constitución de la Red
Básica de Parques de Bomberos, subvenciones destinadas
a la construcción y equipamiento de parques en nuestra
Comunidad.

Dentro de este marco se sitúan las subvenciones con-
cedidas por Ordenes de 19 de diciembre de 1988 y de
27 de noviembre de 1990, destinadas a la construcción
de un parque de bomberos en Ayamonte, así como la
Orden de 12 de marzo de 1993 para dotar al mismo
con un equipamiento básico de vehículos contraincendios.

Prosiguiendo en la línea de colaboración establecida
entre ambas Instituciones para el desarrollo de una red
provincial de Parques de Bomberos, procedería dotar a
las referidas instalaciones con un equipamiento específico.
Esta mejora de medios repercutirá de forma sustancial en
la calidad del servicio que estas instalaciones vienen dando,
garantizando de ese modo la seguridad de las personas
y bienes en situación de grave riesgo y calamidad pública;
aspectos que evidencian la finalidad pública e interés social
de la citada actuación.

A tenor de todo lo expuesto, y en virtud de las actua-
ciones que en materia de Protección Civil le corresponde
a la Consejería de Gobernación según el art. 14 de la
Ley 2/95 de 21 de enero, y de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 21 de la Ley 9/1993, de 30 de diciembre,
de Presupuesto de la Comunidad de Andalucía para 1994,
prorrogados para 1995 según lo establecido por el Decreto
475/1994 de 27 de diciembre.

D I S P O N G O

Artículo 1. Finalidad.
La presente Orden tiene por finalidad concederla la

Excma. Diputación Provincial de Huelva una subvención
de dos millones doscientas sesenta y dos mil (2.262.000)
pesetas destinadas a dotar con un equipamiento específico
al parque de bomberos ubicado en Ayamonte.

Artículo 2. Carácter específico.
Por razón de su objeto, esta subvención se declara

específica, obviándose por ello la concurrencia.

Artículo 3. Aplicación de la subvención.
El equipamiento objeto de esta subvención estará com-

puesto por un equipo de descarcelación de nueva fabri-
cación.

Artículo 4. Abono de la subvención.
El importe de esta subvención será abonado en dos

pagos.
El primero, por una cuantía del 75% del total de la

subvención, y tras la justificación del mismo en la forma
indicada en el art. 59 de esta Orden, se procederá a efec-
tuar un segundo pago por una cuantía del 25% restante,
que será igualmente justificado en los mismos términos.

Artículo 5. Justificación de la subvención.
La subvención objeto de la presente Orden será jus-

tificada mediante la aportación del certificado de ingreso
en la Contabilidad de la Diputación Provincial de Huelva
del importe del pago efectuado, de conformidad con lo
establecido en el art. 38 del Decreto 149/1988 de 5 de
abril, por el que se aprueba el Reglamento de Intervención
de la Junta de Andalucía. La mencionada documentación
acreditativa deberá presentarse en los plazos previstos en
el art. 41 de la misma norma reglamentaria.
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Artículo 6. Obligaciones y deberes del beneficiario.
Sin perjuicio de las obligaciones previstas en el apar-

tado siete, del artículo 21 de la Ley 9/1993 de 30 de
diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma
de Andalucía para 1994, serán obligaciones de la Dipu-
tación de Huelva:

a) Comunicar a la Consejería de Gobernación la
obtención de otras subvenciones concurrentes para el mis-
mo fin, circunstancia ésta que daría lugar a la modificación
de la resolución de concesión de esta Orden.

b) Tras la recepción del equipamiento especificado
en el art. 3.º, garantizar tanto el buen uso como el ade-
cuado cuidado del mismo.

Artículo 7. Régimen sancionador.
Será de aplicación a esta subvención en cuanto al

reintegro de la misma, lo dispuesto en el artículo 22 de
la Ley 9/1993 de 30 de diciembre, de Presupuestos de
la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1994.

Asimismo será de aplicación el régimen sancionador
establecido en el apartado trece del art. 21 de la refe-
renciada Ley 9/1993.

Artículo 8. Publicación.
Se ordena la publicación en el Boletín Oficial de la

Junta de Andalucía, y en los tablones de anuncios de la
Consejería y Delegaciones de Gobernación.

Sevilla, 30 de noviembre de 1995

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Gobernación

ORDEN de 11 de diciembre de 1995, por la
que se financia la operación de crédito contraída
por la Diputación Provincial de Huelva con el Banco
de Crédito Local para la ejecución de proyectos de
obras municipales incluidas en conciertos con el
INEM y afectas al Plan de Empleo Rural 1994.

Determinada por Decreto 286/1994, de 13 de sep-
tiembre, la financiación por la Junta de Andalucía de los
créditos que, durante el ejercicio 1994, contraigan las
Diputaciones Provinciales con el Banco de Crédito Local
para la ejecución de proyectos de obras realizadas por
las Corporaciones Locales en concierto con el INEM y de
acuerdo con el Plan de Empleo Rural, la Diputación Pro-
vincial de Huelva ha solicitado de esta Consejería, de con-
formidad con el Convenio tripartito Junta de Andalu-
cía/Banco de Crédito Local/Diputaciones Provinciales, así
como con el suscrito entre la Junta de Andalucía y dicha
Diputación Provincial, la subvención a que hace referencia
el artículo 2.º de la citada normativa, acompañándose
de expediente en el que quedan debidamente acreditados
los extremos a que hace referencia el artículo 4.º del mismo
Decreto.

Teniendo en cuenta las atribuciones que me confiere
la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda
Pública de la Comunidad Autónoma, en la redacción dada
por las Leyes 9/1987, de 9 de diciembre y 6/1990, de
29 de diciembre, así como la Ley 9/1993, de 30 de diciem-
bre, de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía para 1994, y en virtud de lo dispuesto por el Decre-
to 286/1994, de 13 de septiembre, de financiación de
los créditos contraídos por las Diputaciones Provinciales
con el Banco de Crédito Local para la ejecución de pro-
yectos de obras municipales afectas al Plan de Empleo
Rural 1994,

D I S P O N G O

Primero. Financiar los gastos que en concepto de
amortización de capital e intereses tiene que abonar la
Diputación Provincial de Huelva al Banco de Crédito Local
por la operación de crédito con dicha Entidad concertada
para la ejecución de los Proyectos de obras de las Cor-
poraciones Locales que a continuación se citan y por la
cuantía indicada:

Segundo. Mediante la presente Orden se modifica la
cuantía de las subvenciones aprobadas en la Orden de
21 de diciembre de 1994, anulándose las cuantías y Cor-
poraciones que a continuación se expresan:

Corporación Local: Calañas.
Aportación INEM: 5.660.618.
Aportación Dip. Prov.: 2.830.309.
Capital Subv. Junta Andal.: 2.198.018.

Corporación Local: Diput. Prov.
Aportación INEM: 11.742.720.
Aportación Dip. Prov.: 1.805.000.
Capital Subv. Junta Andal.: 1.401.763.

Total:
Aportación INEM: 17.403.338.
Aportación Dip. Prov.: 4.635.309.
Capital Subv. Junta Andal.: 3.599.781.

Tercero. Los desajustes que se produjeren por la apro-
bación parcial de estos Proyectos Municipales, quedarán
normalizados al realizarse por la Diputación Provincial la
valoración definitiva a que hace referencia el artículo 8.º
del Decreto 286/1994, de 13 de septiembre.

Cuarto. Se ordena la publicación de la presente Orden
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, así como
su traslado a la Excma. Diputación Provincial de Huelva
y al Banco de Crédito Local, a los efectos pertinentes.

Sevilla, 11 de diciembre de 1995

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Gobernación

ORDEN de 11 de diciembre de 1995, por la
que se concede una subvención al Ayuntamiento
de Sierra de Yeguas, de la provincia de Málaga,
para adquisición de una ambulancia.
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El Decreto 117/89, de 31 de mayo, regula la con-
cesión de subvenciones por parte de esta Consejería de
Gobernación, encontrándose previstas en el mismo, entre
otras, aquellas que se otorgaren a las Corporaciones Loca-
les con destino a gastos de inversión en obras o servicios
cuya finalidad esté relacionada directamente con las com-
petencias asignadas a la Consejería de Gobernación.

Por el Ayuntamiento de Sierra de Yeguas se ha for-
mulado la correspondiente petición para la concesión de
esta clase de subvenciones, al amparo del citado Decreto.

Visto el expediente tramitado al respecto por la Direc-
ción General de Administración Local y Justicia y teniendo
en cuenta las atribuciones que me están conferidas por
el Decreto 117/89, de 31 de mayo, que regula la concesión
de estas subvenciones, así como las facultades que se me
otorgan por la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, en la redacción dada por las Leyes 9/1987, de 9
de diciembre, 6/1990, de 29 de diciembre, así como el
Decreto 472/1994, de 27 de diciembre, sobre prórroga
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
para el ejercicio de 1995.

D I S P O N G O

Primero. Conceder una subvención al Ayuntamiento
de Sierra de Yeguas, de la provincia de Málaga, por impor-
te de 2.000.000 de pesetas, con destino a la adquisición
de un vehículo ambulancia.

Segundo. Se declara dicha subvención específica por
razón del objeto y se abonará con cargo a la aplicación
presupuestaria 766.00.81A.

Tercero. La subvención concedida deberá ser aplicada
al fin para el que ha sido otorgada.

Cuarto. La subvención se justificará ante la Dirección
General de Administración Local y Justicia, en la forma
prevista en el artículo 38 del Reglamento de Intervención
de la Junta de Andalucía.

Quinto. Se recaba la concesión de la subvención otor-
gada por la presente Orden, sin perjuicio de la subsistencia
de las delegaciones de competencia conferidas sobre esta
materia.

Sexto. De la presente Orden se le dará conocimiento
a la Corporación beneficiaria y se publicará en el BOJA
a los efectos consiguientes.

Sevilla, 11 de diciembre de 1995

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Gobernación

ORDEN de 12 de diciembre de 1995, por la
que se conceden a las entidades locales territoriales
que se expresan, subvenciones con destino a sufra-
gar los gastos corrientes derivados de la prestación
de servicios propios de sus respectivas competencias.

El Decreto 117/1989, de 31 de mayo, regula la con-
cesión de subvenciones por parte de esta Consejería de
Gobernación, encontrándose previstas, entre otras, aque-
llas que se otorgaren a las Corporaciones Locales con
destino a sufragar gastos que no comporten inversión y
respondan a los realizados para el sostenimiento de los
servicios propios de sus respectivas competencias y rela-
cionadas con las asignadas a esta Consejería.

Por los Ayuntamientos que más adelante se expresarán
se han formulado las correspondientes peticiones para la

concesión de esta clase de subvenciones, al amparo del
citado Decreto.

Vistos los expedientes tramitados al respecto por la
Dirección General de Administración Local y Justicia y
teniendo en cuenta las atribuciones que me están con-
feridas por el Decreto 117/89, de 31 de mayo, que regula
la concesión de estas subvenciones, así como las facultades
que se me otorgan por la Ley 5/1983, de 19 de julio,
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, en la redacción dada por las Leyes
9/1987, de 9 de diciembre, 6/1990, de 29 de diciembre,
así como el Decreto 472/1994, de 27 de diciembre, sobre
prórroga del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de
Andalucía para el ejercicio de 1995.

D I S P O N G O

Primero. Conceder a cada una de las Entidades Loca-
les que se relacionan seguidamente, por los importes que,
asimismo, se expresan, una subvención con destino a sufra-
gar los gastos corrientes derivados de la prestación de
servicios propios de sus respectivas competencias:

Provincia de Almería: Cuantía
Cuantía Ayuntamiento de Pulpí 1.000.000

Provincia de Córdoba: Cuantía
Ayuntamiento de Aguilar de la Frontera 5.000.000

Provincia de Jaén: Cuantía
Ayuntamiento de Santisteban del Puerto 775.000

Provincia de Málaga: Cuantía
Ayuntamiento de Genalguacil 1.000.000

Provincia de Sevilla: Cuantía
Ayuntamiento de El Madroño 1.000.000
Ayuntamiento de Burguillos 1.000.000
Ayuntamiento de El Ronquillo 1.000.000
Ayuntamiento de Arahal 300.000
Ayuntamiento de Badolatosa 1.000.000
Ayuntamiento de Gilena 1.000.000
Ayuntamiento de Estepa 1.000.000
Ayuntamiento de Marchena 775.000
Ayuntamiento de Camas 716.169

Segundo. Se declaran dichas subvenciones específicas
por razón del objeto y se abonará con cargo a la aplicación
presupuestaria 460.00.81A.

Tercero. Las subvenciones concedidas deberán ser
aplicadas al fin para el que han sido otorgadas.

Cuarto. Las subvenciones se justificarán ante la Direc-
ción General de Administración Local y Justicia, en la forma
prevista en el artículo 38 del Reglamento de Intervención
de la Junta de Andalucía.

Quinto. Se recaba la concesión de las subvenciones
otorgadas por la presente Orden, sin perjuicio de la sub-
sistencia de las delegaciones de competencias conferidas
sobre esta materia.

Sexto. La presente Orden será notificada a las Cor-
poraciones subvencionadas y publicada en el BOJA a los
efectos consiguientes.

Sevilla, 12 de diciembre de 1995

CARMEN HERMOSIN BONO
Consejera de Gobernación
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RESOLUCION de 11 de noviembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña Amalia Vega Martínez.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de régimen jurídico
de las Administraciones Públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente doña Amalia Vega Martínez contra la
resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación,
por la presente se procede a hacer pública la misma al
no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a catorce de septiembre de
mil novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto, y en virtud de
los siguientes antecedentes y fundamentos jurídicos:

H E C H O S

Primero. Doña Amalia Vega Martínez, participó en las
pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de Auxiliares
Administrativos de la Junta de Andalucía, convocadas
mediante orden de la Consejería de Gobernación de fecha
26 de abril de 1993 (BOJA núm. 46, de 4 de mayo de
1993). Celebrados los ejercicios, la recurrente fue excluida
de las listas definitivas de aprobados hechas públicas por
el tribunal el 11 de abril de 1995.

Segundo. Mediante escrito de 11.4.95 (fecha de entra-
da en la Consejería de Gobernación 11.5.95), se formula
recurso ordinario contra la relación definitiva de aspirantes
que han superado las pruebas, por el que se solicita la
declaración de nulidad de pleno derecho del proceso selec-
tivo en virtud de lo previsto en el art. 62.1.e) de la Ley
30/92, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las
Administraciones Públicas y del procedimiento administra-
tivo común, alegando como fundamento los siguientes
argumentos: Se prescinde total y absolumente del proce-
dimento y de las normas contenidas en la base 8.1.b)
de la Orden de convocatoria dado que en la calificación
del segundo ejercicio se adoptó una calificación global
sin sumar las calificaciones de las dos partes en que dicho
ejercicio consistía.

En la lista definitiva de aprobados figuran opositores
que, según presume la recurrente, son merecedores de
una calificación igual o inferior a la obtenida por ella,
lo cual puede implicar diversidad de criterios valorativos
por parte del Tribunal lo cual deriva en una posible infrac-
ción de los principios constitucionales consagrados en los
arts. 14 y 23.2 de la Constitución.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

No es aceptable que la actuación calificatoria del Tri-
bunal, en el segundo ejercicio de las pruebas referidas,
resulte afecta de un vicio invalidante de los incardinados
en la letra e) del art. 62.1 de la Ley 30/92, como pretende
la recurrente. Por sus radicales efectos, los supuestos de
nulidad absoluta han de contemplarse de modo restrictivo
y con extrema cautela, por ello la doctrina jurisprudencial
ha dejado sentado que, para que se dé un vicio de nulidad
de los previstos en el precepto citado en el recurso, resulta
necesario que la Administración haya actuado omitiendo
total y absolutamente el procedimiento adecuado para dic-
tar el acto, o bien, haya prescindido de alguno de los
trámites esenciales para formar la voluntad del órgano
administrativo (STS de 8 de marzo de 1982, entre otras).

En el presente caso, por tratarse de un órgano cole-
giado, y de conformidad con lo Establecido en el artículo
citado (en su inciso final) el vicio denunciado debería refe-
rirse a algunos de los elementos o reglas generales o par-
ticulares de formación de la voluntad de tales órganos
que no son otras, según ha fijado la jurisprudencia (por
ejemplo STS de 3 de marzo de 1978), que las de con-
vocatoria, composición, orden del día, quórum de asis-
tencia, deliberación y votación. De ahí que la alegación
de nulidad “in radice“ formulada en el recurso no pueda
prosperar, pues no queda fundamentada en ninguna de
las omisiones o infracciones formales que acabamos de
enunciar y, por tanto, debemos rechazarla por no encontrar
motivo alguno que invalide de forma tan grave la actuación
del Tribunal.

I I

Las razones aducidas en el recurso más bien tienen
que ver con las reglas de calificación de los ejercicios esta-
blecidas en la convocatoria (base 84) y, de haberse infrin-
gido, darían lugar a un vicio de nulidad relativa o anu-
labilidad. Pero, en este caso, tampoco puede decirse que
el Tribunal haya obrado en contra de lo ordenado en las
bases de la convocatoria, muy al contrario, su actuación
se adecua al contenido de las potestades que tiene
reconocidas.

Efectivamente, el Tribunal tiene plena potestad para
establecer el sistema de valoración de los ejercicios, como
se desprende de la Base 8.2.º de la citada orden de 26
de abril de 1993: “el Tribunal queda facultado para la
determinación del nivel mínimo de respuesta exigido para
la obtención de las calificaciones a que se refiere la base
8.1, de conformidad con el sistema de valoración que
acuerde para cada ejercicio“; y para establecer las opor-
tunas calificaciones de acuerdo con dicho sistema de valo-
ración. Esa potestad queda limitada o modulada por la
base 8.1 que en lo relativo a la calificación del segundo
ejercicio establece: “La calificación global del segundo
ejercicio será de cero a diez puntos, obtenidos de sumar
las puntuaciones de las dos partes del mismo, que serán
de cero a cinco puntos cada una de ellas; siendo necesario
para aprobrarlo obtener un mínimo de cinco puntos“.

El sistema de valoración del reiterado segundo ejer-
cicio fue adoptado en la reunión del Tribunal celebrada
el día 25 de enero de 1995, y entre los criterios fijados,
según consta en el acta compulsada que obra en el expe-
diente, se acordó que para obtener las calificaciones esta-
blecidas en la base 8.1, los opositores deberían alcanzar
unos mínimos fijados en 160 pulsaciones netas para la
parte de mecanografía y 30 puntos en la parte práctica
tipo test, asimismo se fijaban los niveles de respuestas acer-
tadas para obtener 2.5 puntos y para obtener el 5 en
cada una de las partes. La adopción de tales puntuaciones
y mínimos no sólo es perfectamente admisible puesto que
no resulta prohibido por la convocatoria, sino que entra
de pleno en las facultades de valoración que tiene asig-
nadas el Tribunal, tal como establece la citada base 8.2.

Todo lo que se deja expuesto unido al principio de
discrecionalidad técnica del Tribunal -que es reiterado por
la jurisprudencia, llegando incluso a hablar de la “sobe-
ranía“ del Tribunal o Comisión-, determina la imposibilidad
de considerar la actuación del Tribunal como ilegal o
irregular.

En ese sentido se puede citar la Sentencia de 22 de
noviembre de 1983 que habla de la “indiscutible soberanía
de los Tribunales de oposiciones, a la hora de asignar
las calificaciones, que constituyen auténtico dogma en
materia de oposiciones y concursos“ y otras muchas del
mismo o semejante tenor como la de 31 de Enero de
1973 donde se mantiene que “el Tribunal calificador es
el único que tiene competencias absolutas para formular
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la calificación que merezcan los opositores“, o como las
de 26 de abril de 1926, 10 de octubre de 1946, 3 de
julio de 1972, 31 de enero de 1973, 30 de octubre de
1974, 22 de diciembre de 1975, 28 de noviembre de
1984, etc., por todo lo cual, es fácil concluir que el Tri-
bunal, al establecer el sistema de calificación de las dos
partes del segundo ejercicio, actuó de acuerdo con las
bases de la convocatoria y en uso de la soberanía y dis-
crecionalidad que la Jurisprudencia le tiene reconocida.

I I I

Por último, la alegación según la cual existen en la
lista de aprobados opositores cuyo ejercicio merece una
calificación igual o inferior a la obtenida por la recurrente,
lo cual conculcaría los principios del art. 14 y 23.2 de
la Constitución, resulta un argumento vacío de contenido
y de imposible valoración, pues se formula en términos
abstractos carentes de cualquier concreción que pudiera
permitir el necesario término de comparación imprescin-
dible para determinar si efectivamente se ha infringido el
principio de igualdad y, en consecuencia, si la recurrente
pudiera haber resultado discriminada respecto de otros
opositores.

Por todo lo expuesto, vista la Ley 30/92, de 26 de
noviembre de régimen jurídico de las Administraciones
Públicas y del procedimiento administrativo común, y
demás disposiciones de general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso interpuesto por doña M.ª Amalia
Vega Martínez, confirmando el acto recurrido.

Contra la presente resolución, -dictada en virtud de
la orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo dos meses
a contar desde el día siguiente al de su notificación, de
acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3, de la
Ley de régimen jurídico de las Administraciones Públicas
y del procedimiento administrativo común. El Viceconsejero
de Gobernación (Orden 29.7.85) Fdo.: José A. Sainz-Par-
do Casanova».

Sevilla, 11 de noviembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 30 de noviembre de 1995,
de la Delegación Provincial de Sevilla, por la que
se presta conformidad a las enajenaciones, median-
te venta directa, de parcelas sobrantes de vías públi-
cas que se citan.

En el expediente instruido al efecto por el Ayuntamiento
de Castilleja del Campo se ha dado cumplimiento a los
arts. 79.1 y 80 del Real Decreto Legislativo 781/86, de
18 de abril; arts. 7, 8, 109.1, 115, 118 y 119 del Regla-
mento de Bienes de las Entidades Locales, de 13 de junio
de 1986, Ley 7/85 de 2 de abril, y demás preceptos de
general aplicación.

El art. 13.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía,
aprobado por la Ley Orgánica 6/81, de 30 de diciembre
confiere a esta Comunidad Autónoma competencia exclu-
siva en materia de Régimen Local.

El Decreto 29/86, de 19 de febrero, sobre descon-
centración de funciones de la Consejería de Gobernación,
en su art. 3, atribuye a este Organismo la competencia
para dar conformidad a los expedientes de venta directa

de parcelas sobrantes de vías públicas, siempre que la
cuantía de los mismos sea inferior al 25% de los recursos
ordinarios del presupuesto de la Corporación.

A fin de dar cumplimiento al acuerdo adoptado por
el Ayuntamiento Pleno de Castilleja del Campo en sesión
celebrada el pasado día 27 de octubre, en la que se aprue-
ba la enajenación de 7 parcelas sobrantes de vías públicas,
procedentes de la ejecución de la Urbanización Prado de
la Villa 1.ª y 2.ª fase que se llevó a cabo en terrenos
municipales. La descripción física de las parcelas es la
siguiente:

Parcela sita en la c/ Avda. de Andalucía, núm. 44,
que se adjudica al vecino colindante don Rafael Pérez Bení-
tez. Cuenta con una superficie de 25,75 m2, y linda: Al
Norte, con calle de nueva formación denominada Vista
Alegre; al Sur, con parcela de don Rafael Pérez Benítez;
al Este, con parcela de don Jesús Hernández Jiménez y
al Oeste con parcela de don Juan Reinoso Hurtado.

La valoración económica de la parcela es de 25.750
ptas.

Parcela sita en la C/ Avda. de Andalucía núm. 42,
que se adjudica al vecino colindante don Jesús Hernández
Jiménez. Cuenta con una superficies de 14,535 m2, y linda:
Al Norte, con calle de nueva formación denominada Vista
Alegre; al Sur, con parcela de don Jesús Hernández Jimé-
nez; al Este, con parcela de don Enrique Pérez Rodríguez
y al Oeste, con parcela de don Rafael Pérez Benítez.

La valoración económica de la parcela es de 14.535
ptas.

Parcela sita en la C/ Avda. de de Andalucía, núm.
40 que se adjudica al vecino colindante don Enrique Fer-
nández Rodríguez. Cuenta con una superficie de 73,62
m2 y linda: al Norte, con calle de nueva formación deno-
minada Vista Alegre; al Sur y al Oeste, con parcela de
don Enrique Fernández Ramírez y al Este, o con Parcela
de don Alvaro Fernández Rodríguez.

La valoración económica de la parcela es de 73.620
ptas.

Parcela sita en la C/ Avda. de Andalucía, núm. 38
que se adjudica al vecino colindante don Alvaro Fernández
Rodríguez. Cuenta con una superficie de 72,90 m2 y linda:
Al Norte, con calle de nueva formación denominada Vista
Alegre, al Sur, con parcela de don Alvaro Fernández Rodrí-
guez; al Este, con parcela de doña Mariana Luque Reinoso
y al Oeste, con parcela de don Enrique Fernández
Rodríguez.

La valoración económica de la parcela es de 72.900
ptas.

Parcela sita en la C/ Avda. de Andalucía, núm. 36,
que se adjudica a la vecina colindante doña Mariana Luque
Reinoso. Cuenta con una superficie de 88,82 m2 y linda:
Al Norte, con calle de nueva formación denominada Vista
Alegre; al Sur, con parcela de doña Mariana Luque Rei-
noso; al Este, con parcela de don Manuel Luque Mauricio,
y al Oeste, con parcela de don Alvaro Fernández Rodríguez.

La valoración económica de la parcela es de 88.820
ptas.

Parcela sita en la C/ Avda. de Andalucía, núm. 34,
que se adjudica al vecino colindante don Manuel Luque
Mauricio. Cuenta con una superficie de 28,86 m2 y linda:
Al Norte, con calle de nueva formación denominada Vista
Alegre; al Sur con parcela de don Manuel Luque Mauricio;
al Este con parcela de don Antonio Luque Gómez, y al
Oeste con parcela de doña Marina Luque Reinoso.

La valoración económica de la parcela es de 28.860
ptas.
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Parcela sita en la C/ Alegría s/n, que se adjudica al
vecino colindante don Antonio Luque Gómez. Cuenta con
una superficie de 15,30 m2 y linda: Al Norte, con calle
de nueva formación denominada Vista Alegre; al Sur, con
parcela de don Antonio Luque Gómez; al Este, con
C/ Alegría, s/n, y al Oeste, con parcela de don Manuel
Luque Mauricio.

La finca matriz de la que se segregan estas parcelas,
está inscrita en el Registro de la Propiedad de Sanlúcar
la Mayor, finca 274, del libro 7, folio 104.

Por cuanto antecede y al amparo de la legislación
invocada

HE RESUELTO

1. Prestar conformidad a la enajenación, mediante
venta directa, de las parcelas sobrantes de vías públicas
antes descritas.

2. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

3. Notificar la Resolución al Ayuntamiento de Castilleja
del Campo.

Sevilla, 30 de noviembre de 1995.- El Delegado, José
A. Viera Chacón.

RESOLUCION de 4 de diciembre de 1995,
de la Delegación Provincial de Cádiz, por la que
se conceden ayudas económicas al Ayuntamiento
de Puerto Serrano.

Vista la solicitud presentada en esta Delegación por
el Ayuntamiento de Puerto Serrano, en demanda de ayuda
económica, al amparo de lo establecido en el Decre-
to 111/89, de 31 de mayo, por el que se da nueva regu-
lación a los Patronatos Provinciales para la Mejora de los
Equipamientos Locales (PAMEL).

Considerando que los motivos expuestos en dicha peti-
ción responden a las finalidades previstas en el mismo.

Resultando que dicho Ayuntamiento aporta la docu-
mentación requerida.

Y en uso de las atribuciones que el citado Decreto
confiere al Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en su cali-
dad de Presidente del Patronato para la Mejora de los
Equipamientos Locales,

R E S U E L V O

1. Conceder al Ayuntamiento de Puerto Serrano la
cantidad total de 928.180 ptas., de las cuales 450.000
ptas. corresponden al concepto de subvención y 478.180
al de préstamo, a un interés anual del 5% a reintegrar
en cinco años, para el proyecto denominado acondicio-
namiento Juzgado de Paz.

2. Notificar su otorgamiento al citado Ayuntamiento.
3. Ordenar su publicación en el Boletín Oficial de

la Junta de Andalucía y en el tablón de anuncios de esta
Delegación.

4. Contra la presente Resolución podrá interponerse
Recurso Ordinario en el plazo de 1 mes a contar desde
el mismo día de la notificación, ante el Consejero de
Gobernación de la Junta de Andalucía, todo ello a tenor
de lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.

Cádiz, 4 de diciembre de 1995.- El Delegado, Fran-
cisco Menacho Villalba.

RESOLUCION de 4 de diciembre de 1995, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
resolución al recurso ordinario interpuesto por doña
María Sánchez Marcos.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal a la recurrente doña María Sánchez Marcos de la
resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación
al recurso ordinario contra el Acuerdo del Tribunal Cali-
ficador de las pruebas selectivas para el ingreso en el cuer-
po de auxiliares administrativos (D-1000), procede a hacer
pública la misma al no haberse podido practicar en su
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a veintisiete de julio de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y examinados
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Que mediante Orden de la Consejería de
Gobernación de 26 de abril de 1993 se convocan pruebas
selectivas para el ingreso en el Cuerpo General de Auxi-
liares Administrativos. Dicha norma se publica en el BOJA
núm. 46 de 4 de mayo de 1993.

Segundo. Concluido el segundo ejercicio la interesada
presenta el día 8 de mayo de 1995 escrito argumentando
que al no haberse encontrado entre los aprobados solicita
se le facilite la puntuación obtenida en la prueba así como
la puntuación final mínima.

Tercero. El Tribunal correspondiente procede a la revi-
sión del ejercicio y se ratifica en su decisión de considerarle
”no apta”, mediante escrito de fecha 12 de junio de 1995.

A los que son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

La pretensión de la recurrente dirigida a que sea revi-
sada la calificación en su segundo ejercicio no puede pros-
perar, pues el Tribunal o Comisión de Selección tiene plena
potestad para establecer el sistema de valoración de los
ejercicios, como se desprende de la Base 8.2.ª de la Orden
de convocatoria. Esto, unido a la discrecionalidad técnica
del Tribunal -que es reiterada por la jurisprudencia, lle-
gando incluso a hablar de la soberanía del Tribunal o
Comisión-, determina la imposibilidad de acceder a la revi-
sión de unas calificaciones otorgadas por el mismo.

La Base 8 de la Orden de la convocatoria prevé en
su apartado 8.1.b que el ejercicio segundo “se calificará
de cero a diez puntos, obtenidos de sumar las puntuaciones
de las dos partes del mismo que será de cero a cinco
puntos cada una de ellas; siendo necesario para aprobarlo
obtener un mínimo de cinco puntos“ y en el apartado 8.2
se dispone que “El Tribunal queda facultado para la deter-
minación del nivel mínimo de respuestas exigido para la
obtención de las calificaciones a que se refiere la Base
8.1 de conformidad con el sistema de valoración que
acuerde para cada ejercicio, (... )“. En la reunión celebrada
por el Tribunal el día 25 de enero de 1995 habían sido
fijados los criterios de corrección del segundo ejercicio.

Según el informe del Tribunal calificador la recurrente
concurrió a la realización de las pruebas para el ingreso
en el Cuerpo reseñado siendo calificado su segundo ejer-
cicio con una puntuación inferior al mínimo previsto para
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su superación ya que, exigiéndose para el aprobado en
la primera parte, ejercicio de mecanografía, 200 pulsa-
ciones netas y en la segunda, tipo test, la obtención de
37 puntos sobre los 75 posibles, no alcanza estos límites
logrando unas puntuaciones de 2,17 y 2,16 que sumadas
equivalen a 4,33 sobre 10.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de noviembre
de 1983 habla de la “indiscutible soberanía de los Tri-
bunales de oposiciones, a la hora de asignar las califi-
caciones, que constituyen auténtico dogma en materia de
oposiciones y concursos“. La de 31 de enero de 1973
mantiene que “el Tribunal calificador es el único que tiene
competencias absolutas para formular la calificación que
merezcan los opositores“. En el mismo sentido, sentencias
de 26 de abril de 1926, 10 de octubre de 1946, 3 de
julio de 1972, 31 de enero de 1973, 30 de octubre de
1974, 22 de diciembre de 1975, 28 de noviembre de
1984, entre otras muchas, todas con argumentos en esta
línea de la imposibilidad de sustituir el juicio del Tribunal
con otro posterior.

A tenor de cuanto precede,
Vista la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común; la Ley 6/1985, de 28 de
noviembre, de ordenación de la Función Pública de la
Junta de Andalucía; el Decreto 264/89, de 27 de diciem-
bre, sobre el procedimiento de acceso a la condición de
funcionario de la Administración de la Junta de Andalucía;
del Decreto 79/92, de 19 de mayo, por el que se aprobó
la Oferta de Empleo Público para 1992; la Orden de con-
vocatoria de 26 de abril de 1993 y demás normas de
general y especial aplicación, resuelvo desestimar el recur-
so ordinario presentado por María Sánchez Marcos contra
la Resolución del Presidente del Tribunal calificador de las
pruebas de ingreso en el Cuerpo General de Auxiliares
Administrativos que se confirma.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.- El Viceconse-
jero de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.: José
A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 4 de diciembre de 1995.- La Secretaria Gene-
ral Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica resolución al recurso ordinario interpuesto por
don Alfredo Orozco García. Procedimiento sancio-
nador 256/93-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Alfredo Orozco García contra la
resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Almería recaída en el procedimiento sancionador
256/93-EP., procede a hacer pública la misma al no haber-
se podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a
continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a veintidós de septiembre
de mil novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y examinados
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 13 de julio de 1994 adoptó el
Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en Almería la reso-
lución por la que se sancionaba a don Alfredo Orozco
García con una multa de treinta mil pesetas (30.000 ptas.)
como consecuencia de haber cometido una infracción con-
sistente en encontrarse el establecimiento Pub Maravillas,
de su propiedad, abierto al público a las 3,40 horas del
20 de noviembre de 1993, infracción calificada como leve
por el artículo 26.e) de la Ley Orgánica 1/92 de 21 de
febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana; el
recurrente fue sancionado con otra multa de veinte mil
pesetas (20.000 ptas.) por carecer dicho establecimiento
del documento de titularidad, aforo y horario, exigido por
la Orden de esta Consejería de 14 de mayo de 1987,
y regulado por la Orden de 19 de octubre de 1987.

Segundo. Notificada la resolución el 22 de julio de
1994, el interesado interpuso el 2 de septiembre de 1994,
recurso ordinario solicitando sea dejada sin efecto, ale-
gando que el local se encontraba cerrado al público, pues
en dicho establecimiento se respetan los horarios esta-
blecidos.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

U N I C O

El plazo para la interposición del recurso ordinario
es de un mes, computado a partir del día de su notificación,
como se desprende de los artículos 48.4.º y 114.2.º de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, lo cual se contiene expresamente en el
pie de recursos de la resolución impugnada.

Toda vez que la resolución del Ilmo. Sr. Delegado
de Gobernación en Almería fue notificada al recurrente
el día 22 de julio de 1994, fecha que consta en el aviso
de recibo, transcurrido un mes desde tal día la resolución
devino firme a todos los efectos, no pudiendo admitirse
a trámite el recurso ordinario presentado por el interesado
el 2 de septiembre de 1994.

Vista la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo inadmitir el recurso ordinario
interpuesto por don Alfredo Orozco García, confirmando
la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.- El Viceconse-
jero de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.: José
A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- La Secretaria Gene-
ral Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.
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RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica resolución al recurso ordinario interpuesto por
don José Rodríguez Godoy. Expediente núm.
137/94-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don José Rodríguez Godoy contra la
resolución del Ilmo. Sr. Director General de Política Interior
recaída en el expediente núm. 137/94-M, procede a hacer
pública la misma al no haberse podido practicar en su
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a diez de octubre de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y examinados
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 16 de noviembre de 1994 el Ilmo.
Sr. Director General de Política Interior dictó resolución
sancionadora a través de la cual se le imponía a la entidad
“Limatic, S. L.“ una sanción de 5.500.000 pesetas. Tal
decisión se fundamenta en una infracción a lo dispuesto
en el art. 19 de la Ley 2/86, del Juego y Apuestas de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con
el artículo 10.1 del Reglamento de máquinas recreativas
y de azar aprobado por Decreto 181/87, de 29 de julio,
el cual dispone que “Las máquinas a que se refiere el
presente Reglamento únicamente podrán ser explotadas
por Empresas Operadoras“.

La citada infracción se encuentra tipificada como falta
muy grave en el art. 45.3 del citado Reglamento, el cual
tipifica como tal la instalación o explotación de las máqui-
nas “B“ o “C“ por persona que carezca de la correspon-
diente autorización de Empresa Operadora.

Los hechos que originaron la tramitación del expe-
diente sancionador fueron que el día 20.4.94 se perso-
naron inspectores del Juego y Apuestas en el Bar Bahía,
sito en C/ Fuente del Pisar 14 de Linares (Jaén), encon-
trándose una máquina tipo B, modelo Cirsa Mini Money,
con número de serie núm. 93-202424. La citada máquina
presentaba solicitud de matrícula de fecha 8.4.94 en la
cual se solicitaba matrícula para la misma, asimismo figu-
raba como guía de circulación la núm. 1144578. Com-
probados los archivos se constata que la empresa “Limatic,
S. L.“, no figura inscrita como Empresa Operadora en el
registro de Empresas Operadoras de la Junta de Andalucía.

Segundo. Con fecha de entrada en el Registro de la
Consejería de Gobernación de 6 de febrero de 1995 y
núm. 3813 se interpone recurso ordinario contra la reso-
lución anteriormente indicada, por don José Rodríguez
Godoy, con DNI núm. 26.172.995, el cual manifiesta
actuar en calidad de Apoderado de la empresa Operadora
“Limatic, S.L.“.

Se alega, resumidamente, la falsedad de cuanto se
expone en los antecedentes de hecho en que se basa la
Propuesta-Resolución, ya que ésta se apoya en que la
empresa no figura inscrita en el Registro de Empresas Ope-
radoras. Para fundamentar tal acusación aporta cierta
documentación, donde entendemos, sostiene la vigencia
de la inscripción en el Registro.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El art. 32.3 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común dispone: “Para
formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones
y renunciar a derechos en nombre de otra persona deberá
acreditarse la representación por cualquier medio válido
en derecho que deje constancia fidedigna o mediante
declaración en comparecencia personal del interesado.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá
aquella representación“. El apartado 4 del mismo artículo
declara: “La falta o insuficiente acreditación de la repre-
sentación no impedirá que se tenga por realizado el acto
de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane
el defecto dentro del plazo de diez días que deberá con-
ceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo
superior cuando las circunstancias del caso así lo requie-
ran“.

De acuerdo con lo expuesto anteriormente y tenién-
dose en cuenta que don José Rodríguez Godoy manifiesta
actuar en calidad de Apoderado de la empresa recurrente
y que no aporta documento que acredite su representación,
se le requiere para que en el plazo de diez días aporte
la misma. Al mismo tiempo se le advierte, de acuerdo
con el art. 71 de la misma norma legal anteriormente
mencionada, que en el caso de que no sea atendido dicho
requerimiento se le tendrá por desistido de su solicitud
y se archivará la misma sin más trámite.

Según se aprecia de la documentación obrante en
el expediente, el día 2.5.95 el interesado se encontraba
ausente. Ante esta circunstancia se produce una nueva
notificación personal que fue rehusada el día 16.6.95.

I I

El art. 59.3 dispone: “Cuando el interesado o su repre-
sentante rechace la notificación de una actuación admi-
nistrativa, se hará constar en el expediente, especificándose
las circunstancias del intento de notificación y se tendrá
por efectuado el trámite siguiéndose el procedimiento“.

Por tanto, teniendo en cuenta la tramitación efectuada
por el servicio de Correos y Telégrafos, la notificación válida
se produce el día 16.6.95. Tras el transcurso del plazo
concedido no se tiene conocimiento de que se haya aten-
dido el requerimiento efectuado, procediéndose, al con-
siderársele desistido de su instancia, al archivo del expe-
diente al amparo de los arts. 32.3 y 71 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común al considerársele desistido de su instancia. Igual-
mente se dará conocimiento al interesado de ello, con
objeto de no generar ningún atisbo de indefensión.

Vista la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo archivar el recurso ordinario
interpuesto por don José Rodríguez Godoy, confirmando
la Resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
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del Procedimiento Administrativo Común.- El Viceconse-
jero de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.: José
A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- La Secretaria Gene-
ral Técnica, Ana Isabel Moreno Muela

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña María José López Garrido.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal a la recurrente doña María José López Garrido contra
la Orden de 13 de julio de 1995, por la que se aprueban
las relaciones definitivas de aspirantes seleccionados,
admitidos y no seleccionados y de excluidos, correspon-
dientes al concurso de acceso para la provisión de plazas
vacantes del Grupo I, por personal laboral fijo de nuevo
ingreso en él ámbito de la administración de la Junta de
Andalucía, procede a hacer pública la misma al no haberse
podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a con-
tinuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a nueve de octubre de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso de la interesada, se resuelve con la
decisión que figura al final a la que sirven de motivación
los siguientes hechos y fundamentos jurídicos.

H E C H O S

Primero. La Consejería de Gobernación, mediante la
Orden de 13 de julio de 1995 (BOJA núm. 101, de 18
de julio) ha aprobado las relaciones definitivas de aspi-
rantes seleccionados, admitidos y no seleccionados y de
excluidos, correspondientes al concurso de acceso para
la provisión de plazas vacantes del Grupo I, por personal
laboral fijo de nuevo ingreso en el ámbito de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, que fue convocado
mediante la Orden de 29 de septiembre de 1994 (BOJA
núm. 159 de 8 de octubre).

Segundo. El 16 de agosto de 1995 ha tenido entrada
el recurso de la interesada en el que solicita la revisión
de la lista definitiva, otorgándole la puntuación solicitada
a la que cree tener derecho.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

U N I C O

La Orden mencionada ha sido adoptada por la Excma.
Sra. Consejera de Gobernación, lo cual implica que sea
un acto que agota la vía administrativa, a tenor del artículo
48.c) de la Ley 6/1983 de 21 de julio, del Gobierno y
la Administración de la Junta de Andalucía.

Por este motivo, tal Orden no puede ser objeto de
impugnación mediante recurso administrativo ordinario
sino mediante el correspondiente recurso contencioso-ad-
ministrativo, previa comunicación al órgano que la dictó,
como establecen los artículos 107.1.º y 110.3.º de la Ley
30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Este y no otro es el significado de la Norma Séptima
de la referida Orden, al prever que “contra la presente
Orden se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo de acuerdo con lo establecido en la Ley 30/1992

de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común“.

Por lo expuesto, vistas las normas de general y especial
aplicación, resuelvo inadmitir el recurso ordinario presen-
tado por doña María José López Garrido, confirmando
la resolución impugnada.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.- El Viceconse-
jero de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.: José
A. Sainz-Pardo Casanova.».

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- La Secretaria Gene-
ral Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica Resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña Josefa Mozos Zamora. Expediente sanciona-
dor AL/157/94/EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente doña Josefa Mozos Zamora contra la
resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación,
por la presente se procede a hacer pública la misma al
no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a uno de septiembre de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero: Mediante acta formulada por Agentes de la
Autoridad se constata que con fecha 20 de marzo de 1994,
y siendo las 4,00 horas, el establecimiento denominado
”Pub Ovalo”, titularidad de doña Josefa Mozos Zamora,
se encontraba abierto al público con unas doscientas per-
sonas en su interior, aproximadamente, sobrepasando el
aforo permitido de ochenta personas.

Segundo: Tramitado el expediente en la forma legal-
mente prevista, el día 31 de enero de 1995 fue dictada
la resolución que ahora se recurre por la que se impuso
sanción consistente en multa de cien mil pesetas (100.000
ptas.) por infracción del artículo 81.24 del Reglamento
general de policía de espectáculos públicos y actividades
recreativas aprobado por Real Decreto 2816/82, de 27
de agosto, tipificada como grave en el artículo 23.e) de
la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección
de la seguridad ciudadana, y sancionada conforme a lo
dispuesto en el art. 28.1.a) de la misma ley.

Tercero: Notificada la anterior resolución, la interesada
interpuso en tiempo y forma recurso ordinario alegando
que el Edicto del Ayuntamiento es la primera noticia que
tiene del expediente y que presume que se refiere a un
establecimiento del que era propietaria con anterioridad
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a la fecha en que fue levantada el Acta, constándole tanto
a la Delegación de Gobernación como al Ayuntamiento
de Almería el cambio de titularidad.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

De la documentación obrante se constata que las noti-
ficaciones tanto de la incoación del expediente sancio-
nador, como de la propuesta de resolución y resolución
definitiva, fueron practicadas conforme a las reglas esta-
blecidas en el artículo 59 de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común; esto, al haber
resultado infructuosas las notificaciones personales, se pro-
cedió a su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia
y a su anuncio en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento.

I I

Por otra parte, ha sido y es constante jurisprudencia
del Tribunal Supremo la de atribuir a los informes policiales,
en principio, veracidad y fuerza probatoria, al responder
a una realidad de hecho apreciada directamente por los
Agentes, todo ello salvo prueba en contrario, y en tal sen-
tido la Sentencia de la Sala III de dicho Alto Tribunal de
5 de Marzo de 1979, al razonar la adopción de tal criterio,
afirma que, ”si la denuncia es formulada por un Agente
de la Autoridad especialmente encargado del servicio, la
presunción de legalidad y veracidad que acompaña a todo
el obrar de los órganos administrativos, incluso de sus
Agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse
tanto en la vía administrativa como en la contencioso-ad-
ministrativa, ya que constituye garantía de una acción admi-
nistrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su Sentencia
de 26 de abril de 1990 mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y 74 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
tribunal de 28 de julio de 1981, ”la estimación de la pre-
sunción de inocencia ha de hacerse respetando el principio
de libre apreciación de la prueba por parte del Tribunal
de Instancia, lo que supone que los distintos elementos
de prueba puedan ser libremente ponderados por el mismo
a quien corresponde valorar su significación y trascenden-
cia para fundamentar el fallo”, y si bien este precepto se
refiere a la actuación de los Tribunales de Justicia, hay
que tener presente que también el Tribunal Constitucional
en su Sentencia de 8 de julio de 1981 ha declarado, en
base a lo establecido en el artículo 25 de la Constitución
que los principios inspiradores del ordenamiento penal son
aplicables, con ciertos matices, al derecho administrativo
sancionador, dado que ambos son manifestaciones jurí-
dicas del ordenamiento punitivo del Estado, según era ya
doctrina reiterada y constante del Tribunal Supremo. Por
todo lo cual hay que concluir que los hechos imputados
deben ser tenidos por ciertos al haber sido objeto de com-
probación por inspección directa de los Agentes que for-
mularon la denuncia y no deducir el interesado, en los

descargos y alegaciones presentados, prueba alguna que
desvirtúe la imputación de las infracciones cometidas.

A este respecto, el artículo 137.3 de la ya referida
Ley 30/92, de 26 de noviembre, dispone que ”los hechos
constatados por funcionarios a los que se reconoce la con-
dición de autoridad, y que se formalicen en documento
público observando los requisitos legales pertinentes, ten-
drán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en
defensa de los respectivos derechos o intereses puedan
señalar o aportar los propios administrados”, y resulta
obvio que esta presunción de veracidad y fuerza probatoria
no queda desvirtuada por la mera afirmación de la
recurrente, limitada a suponer que a la fecha del acta
seguramente no era ya la propietaria del establecimiento,
no constando en esta Administración ni aportándose por
la interesada documento alguno en orden a acreditar dicho
cambio de titularidad.

Vistos la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre
protección de la seguridad ciudadana, el Reglamento
general de policía de espectáculos públicos y actividades
recreativas, aprobado por Real Decreto 2816/82, de 27
de agosto, y demás normas de general y especial apli-
cación, resuelvo desestimar el recurso ordinario interpuesto
por doña Josefa Mozos Zamora, confirmando la resolución
recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones-, que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. El Viceconsejero
de Gobernación (Orden 29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Par-
do Casanova».

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica resolución al recurso ordinario interpuesto por
don José Rafael Moreno Sánchez. Expediente san-
cionador 92/94.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don José Rafael Moreno Sánchez contra
la resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación,
por la presente se procede a hacer pública la misma al
no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a diecinueve de julio de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero: Que como consecuencia de denuncia for-
mulada por agentes de la Autoridad, por la Delegación
de Gobernación correspondiente se incoó expediente san-
cionador contra el titular del establecimiento denominado
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Pub Directo sito en Granada capital, por contravenir el
horario legal de cierre establecido.

Segundo: Que tramitado el expediente sancionador
en todas sus fases, el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación
dictó resolución por la que se acordaba imponer al expe-
dientado sanción consistente en multa de 40.000 ptas.,
por infracción al art. 1 de la Orden de esta Consejería
de 14.5.87, tipificada como falta leve en el art. 26.e) de
la Ley 1/92, de 21 de febrero, por contravenir el horario
de cierre establecido.

Tercero: Que notificada la anterior resolución el inte-
resado formuló, en tiempo y forma, recurso ordinario contra
la misma basado en las siguientes alegaciones:

”La Orden de esa Consejería de 14.5.87 establece
en su art. 4 que los establecimientos aludidos en la presente
Orden no podrán abrir al público antes de las 6,00 horas...
de donde se deduce inequívocamente que después de esa
hora sí se podrá abrir luego a las 6,10 horas a que se
refiere el pliego de cargos era perfectamente legal tener
el establecimiento abierto”.

ARGUMENTACION JURIDICA

El art. 37 de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana, establece que
las informaciones aportadas por los agentes de la autoridad
que hubieron presenciado los hechos, previa ratificación
en el caso de haber sido negados por los inculpados, cons-
tituirán base suficiente para adoptar la resolución que pro-
ceda, salvo prueba en contrario y sin perjuicio de que
aquéllos deberán aportar al expediente todos los docu-
mentos probatorios disponibles. En el presente supuesto
y aun pudiendo considerarse que el interesado no negó
los hechos que se le imputan al reconocer que el local
se encontraba abierto y en funcionamiento a la hora en
que se formuló el acta de denuncia, lo cierto es que dicha
hora, las 6,10, se encuentra dentro del límite inicial de
apertura permitido por la Orden de 14 de mayo de 1987,
tal y como alega el recurrente. Y ni del acta de denuncia
ni de ningún otro extremo que obra en el expediente, como
es el informe que fue solicitado por este órgano resolutor
a la fuerza actuante, es posible desprender que el local
se encontrara en funcionamiento antes de las 6 horas.

Por todo ello, hemos de acudir al principio de pre-
sunción de inocencia, el cual, aunque aplicable directa-
mente sin necesidad de desarrollo, se ha visto plasmado
con la nueva regulación de los principios del procedimiento
sancionador en el art. 137 de la Ley 30/92, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Y de
acuerdo con dicho precepto no se ha demostrado en el
presente expediente por parte del órgano administrativo
sancionador la comisión de los hechos que se le imputan,
ni por supuesto la culpabilidad del imputado.

Vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
sobre protección de la seguridad ciudadana y el Real
Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento de policía de espectáculos públicos y acti-
vidades recreativas, así como las demás normas de especial
y general aplicación.

Por todo ello, resuelvo estimar el recurso interpuesto,
revocando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de
atribuciones-, que agota la vía administrativa, se podrá
interponer ante el Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, recurso contencioso-administrativo en el plazo de
dos meses a contar desde el día siguiente al de su noti-

ficación, de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de
la Ley reguladora de la jurisdicción contencioso-admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa comu-
nicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.- El Viceconsejero de Gobernación (Or-
den 29.7.85). Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 12 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica Resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña M.ª José García Díaz.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal a la recurrente doña M.ª José García Díaz contra
la relación definitiva de aprobados de las pruebas selectivas
para ingreso en el cuerpo de auxiliares administrativos de
la Junta de Andalucía, convocadas mediante Orden de
la Consejería de Gobernación, de 26 de abril de 1993
(BOJA de 4 de mayo de 1993), procede a hacer pública
la misma al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a catorce de septiembre de
mil novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto, y en virtud de
los siguientes antecedentes y fundamentos jurídicos:

H E C H O S

Primero. Doña M.ª José García Díaz, participó en las
pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de Auxiliares
Administrativos de la Junta de Andalucía, convocadas
mediante Orden de la Consejería de Gobernación de fecha
26 de abril de 1993 (BOJA núm. 46, de 4 de mayo de
1993). Celebrados los ejercicios, la recurrente fue excluida
de las listas definitivas de aprobados hechas públicas por
el tribunal el 11 de abril de 1995.

Segundo. Mediante escrito de 11.5.95 (fecha de entra-
da en la Consejería de Gobernación 11.5.95), se formula
recurso ordinario contra la relación definitiva de aspirantes
que han superado las pruebas, por el que se solicita la
declaración de nulidad de pleno derecho del proceso selec-
tivo en virtud de lo previsto en el art. 62.1.e) de la Ley
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, alegando como fundamento los siguientes
argumentos:

- Se prescinde total y absolutamente del procedimien-
to y de las normas contenidas en la base 8.1.b) de la
Orden de convocatoria dado que en la calificación del
segundo ejercicio se adoptó una calificación global sin
sumar las calificaciones de las dos partes en que dicho
ejercicio consistía.

- En la lista definitiva de aprobados figuran opositores
que, según presume la recurrente, son merecedores de
una calificación igual o inferior a la obtenida por ella,
lo cual puede implicar diversidad de criterios valorativos
por parte del Tribunal lo cual deriva en una posible infrac-
ción de los principios constitucionales consagrados en los
arts. 14 y 23.2 de la Constitución.
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FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

No es aceptable que la actuación calificatoria del Tri-
bunal, en el segundo ejercicio de las pruebas referidas,
resulte afecta de un vicio invalidante de los incardinados
en la letra e) del art. 62.1 de la Ley 30/92, como pretende
la recurrente. Por sus radicales efectos, los supuestos de
nulidad absoluta han de contemplarse de modo restrictivo
y con extrema cautela, por ello la doctrina jurisprudencial
ha dejado sentado que, para que se dé un vicio de nulidad
de los previstos en el precepto citado en el recurso, resulta
necesario que la Administración haya actuado omitiendo
total y absolutamente el procedimiento adecuado para dic-
tar el acto, o bien, haya prescindido de alguno de los
trámites esenciales para formar la voluntad del órgano
administrativo (STS de 8 de marzo de 1982, entre otras).
En el presente caso, por tratarse de un órgano colegiado,
y de conformidad con lo establecido en el artículo citado
(en su inciso final) el vicio denunciado debería referirse
a algunos de los elementos o reglas generales o parti-
culares de formación de la voluntad de tales órganos que
no son otras, según ha fijado la jurisprudencia (por ejemplo
STS de 3 de marzo de 1978), que las de convocatoria,
composición, orden del día, quórum de asistencia, deli-
beración y votación. De ahí que la alegación de nulidad
”in radice” formulada en el recurso no pueda prosperar,
pues no queda fundamentada en ninguna de las omisiones
o infracciones formales que acabamos de enunciar y, por
tanto, debemos rechazarla por no encontrar motivo alguno
que invalide de forma tan grave la actuación del Tribunal.

I I

Las razones aducidas en el recurso más bien tienen
que ver con las reglas de calificación de los ejercicios esta-
blecidas en la convocatoria (base 8.ª) y, de haberse infrin-
gido, darían lugar a un vicio de nulidad relativa o anu-
labilidad. Pero, en ese caso, tampoco puede decirse que
el Tribunal haya obrado en contra de lo ordenado en las
bases de la convocatoria, muy al contrario, su actuación
se adecua al contenido de las potestades que tiene
reconocidas.

Efectivamente, el Tribunal tiene plena potestad para
establecer el sistema de valoración de los ejercicios, como
se desprende de la Base 8.2.ª de la citada Orden de 26
de abril de 1993: ”El Tribunal queda facultado para la
determinación del nivel mínimo de respuesta exigido para
la obtención de las calificaciones a que se refiere la base
8.1, de conformidad con el sistema de valoración que
acuerde para cada ejercicio”; y para establecer las opor-
tunas calificaciones de acuerdo con dicho sistema de valo-
ración. Esa potestad queda limitada o modulada por la
base 8.1 que en lo relativo a la calificación del segundo
ejercicio establece: ”La calificación global del segundo
ejercicio será de cero a diez puntos, obtenidos de sumar
las puntuaciones de las dos partes del mismo, que serán
de cero a cinco puntos cada una de ellas; siendo necesario
para aprobarlo obtener un mínimo de cinco puntos”.

El sistema de valoración del reiterado segundo ejer-
cicio fue adoptado en la reunión del Tribunal celebrada
el día 25 de enero de 1995, y entre los criterios fijados,
según consta en el acta compulsada que obra en el expe-
diente, se acordó que para obtener las calificaciones esta-
blecidas en la base 8.1, los opositores deberían alcanzar
unos mínimos fijados en 160 pulsaciones netas para la
parte de mecanografía y 30 puntos en la parte práctica
tipo test, asimismo se fijaban los niveles de respuestas acer-
tadas para obtener 2.5 puntos y para obtener el 5 en
cada una de las partes. La adopción de tales puntuaciones
y mínimos no sólo es perfectamente admisible puesto que

no resulta prohibido por la convocatoria, sino que entra
de pleno en las facultades de valoración que tiene asig-
nadas el Tribunal, tal como establece la citada base 8.2.

Todo lo que se deja expuesto unido al principio de
discrecionalidad técnica del Tribunal -que es reiterado por
la jurisprudencia, llegando incluso a hablar de la ”sobe-
ranía” del Tribunal o Comisión-, determina la imposibilidad
de considerar la actuación del Tribunal como ilegal o
irregular.

En ese sentido se puede citar la Sentencia de 22 de
noviembre de 1983 que habla de la ”indiscutible soberanía
de los Tribunales de oposiciones, a la hora de asignar
las calificaciones, que constituyen auténtico dogma en
materia de oposiciones y concursos” y otras muchas del
mismo o semejante tenor como la de 31 de enero de
1973 donde se mantiene que ”el Tribunal calificador es
el único que tiene competencias absolutas para formular
la calificación que merezcan los opositores”, o como las
de 26 de abril de 1926, 10 de octubre de 1946, 3 de
julio de 1972, 31 de enero de 1973, 30 de octubre de
1974, 22 de diciembre de 1975, 28 de noviembre de
1984, etc., por todo lo cual, es fácil concluir que el Tri-
bunal, al establecer el sistema de calificación de las dos
partes del segundo ejercicio, actuó de acuerdo con las
bases de la convocatoria y en uso de la soberanía y dis-
crecionalidad que la Jurisprudencia le tiene reconocida.

I I I

Por último, la alegación según la cual existen en la
lista de aprobados opositores cuyo ejercicio merece una
calificación igual o inferior a la obtenida por la recurrente,
lo cual conculcaría los principios del art. 14 y 23.2 de
la Constitución, resulta un argumento vacío de contenido
y de imposible valoración, pues se formula en términos
abstractos carentes de cualquier concreción que pudiera
permitir el necesario término de comparación imprescin-
dible para determinar si efectivamente se ha infringido el
principio de igualdad y, en consecuencia, si la recurrente
pudiera haber resultado discriminada respecto de otros
opositores.

Por todo lo expuesto, vista la Ley 30/92, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y
demás disposiciones de general y especial aplicación,
resuelvo desestimar el recurso interpuesto por doña M.ª
José García Díaz, confirmando el acto recurrido.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones-, que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. (El Viceconsejero
de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85. Fdo.: José A.
Sainz-Pardo Casanova.)».

Sevilla, 12 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 12 de diciembre de 1995,
de la Dirección General de la Función Pública, por
la que se anuncia interposición del recurso conten-
cioso-administrativo núm. 1874/1995.
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En cumplimiento de lo ordenado por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo, del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía en Sevilla, comunicando la interposición
del recurso contencioso-administrativo número 1.874/95,
interpuesto por don Benjamín Garrido Bautista, contra la
Orden de la Consejería de Gobernación de 18 de sep-
tiembre de 1995, por la que se resuelve concurso de méri-
tos para la provisión de puestos de trabajo de nivel básico,
publicado en BOJA de 30 de junio de 1995.

HE RESUELTO

1. Anunciar la interposición del recurso contencio-
so-administrativo núm. 1.874/1995.

2. Ordenar la publicación de la presente Resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para que
los interesados comparezcan en autos, en el plazo de nueve
días.

Sevilla, 12 de diciembre de 1995.- El Director General,
Vicente Vigil-Escalera Pacheco.

RESOLUCION de 12 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica Resolución al recurso ordinario interpuesto por
don Antonio Fernández Vargas. Expediente sancio-
nador núm. AL-47/94-OJ.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Antonio Fernández Vargas contra
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Almería recaída en el expediente Sancionador
AL-47/94-OJ, procede a hacer pública la misma al no
haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose
a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a diez de octubre de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y examinados
los siguientes

A N T EC E D E N T E S

Primero: Se aceptan los antecedentes de hecho de
la resolución recurrida, que con fecha 13 de enero de
1995 dictó el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en Alme-
ría por la que se sanciona a don Antonio Fernández Vargas
con 150.000 ptas. de multa, consecuencia de la comisión
de una infracción al artículo 5 de la Ley 2/1986, de 19
de abril, del juego y apuestas de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, tipificada como falta de carácter grave en
el art. 29.8 de la misma ley, al resultar probado que el
interesado participaba en un juego de cartas con un mon-
tante de 88.700 ptas. destinado a apuestas.

Segundo: Notificada la resolución, el interesado inter-
pone en tiempo y forma recurso ordinario, basado en las
siguientes argumentaciones que estimó pertinentes:

- En su momento, junto al mencionado pliego de des-
cargos, aportó fotocopia del alta del Impuesto de Acti-
vidades Económicas del establecimiento, y de la que de
nuevo adjunto al presente escrito, a través de la que se
puede comprobar que el establecimiento cuya titularidad
ostento, no podía clasificarse en el momento de la denuncia
como un local público, pues en él no se ejercía todavía
actividad alguna, siendo mucho más tarde, como se refleja
en la mencionada fotocopia, cuando empezó a ejercerse
una actividad dedicada al público en el mismo.

- Que la actividad puede desarrollarse sin los requi-
sitos del alta en el Impuesto de Actividades Económicas
y sin la Licencia Municipal, sin aportar por su parte prueba
alguna de tal afirmación, basándose exclusivamente en
criterios subjetivos y personales.

- En ningún momento se aporta ni por la Guardia
Civil ni en la resolución recibida, prueba acabada de que
el día de la denuncia el local era un establecimiento
público.

- En el escrito de descargos, alegué que si bien la
cantidad aprehendida por la Guardia Civil fue de 68.700,
ptas., éste era el dinero que se encontraba encima de
la mesa distribuido y en poder de los siete amigos presentes,
ya que lo efectivamente jugado como apuesta no superaba
el salario mínimo interprofesional.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

No pueden ser de recibo las argumentaciones del
recurrente en cuanto a que el local en cuestión no pueda
considerarse como un establecimiento público, entendién-
dose por este órgano que sí que lo es. Y ello por dos
razones, la primera es la validez y eficacia de las infor-
maciones aportadas por los agentes denunciantes tanto
en cuanto al acta levantada como al posterior informe
emitido en que se ratifican en el contenido de la misma,
afirmándose que el establecimiento ”se encontraba y se
encuentra abierto al público” y en relación con el día 24
de febrero ”interviniéndosele una baraja y dinero, por dedi-
carse a los juegos prohibidos en el citado establecimiento,
encontrándose el denunciado como propietario y también
como jugador” (folio 11). Asimismo en relación con el
dinero que fue aprehendido junto con el acta de denuncia
figura (folio 2) una relación con la filiación completa de
todos los intervinientes desglosándose la cantidad de dinero
de que disponía cada uno, todas ”procedentes del juego”.

I I

Ha sido y es constante jurisprudencia del Tribunal
Supremo la de atribuir a los informes policiales, en prin-
cipio, veracidad y fuerza probatoria, al responder a una
realidad de hecho apreciada directamente por los Agentes,
todo ello salvo prueba en contrario, y en tal sentido la
Sentencia de la Sala III de dicho Alto Tribunal de 5 de
marzo de 1979, al razonar la adopción de tal criterio,
afirma que, ”si la denuncia es formulada por un Agente
de la Autoridad especialmente encargado del servicio, la
presunción de legalidad y veracidad que acompaña a todo
el obrar de los órganos administrativos, incluso de sus
Agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse
tanto en la vía administrativa como en la contencioso-ad-
ministrativa, ya que constituye garantía de una acción admi-
nistrativa eficaz”.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su Sentencia
de 26 de abril de 1990 mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y 74 de la Ley, de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
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Posteriormente, y dentro de este marco que intenta
combinar la protección de la seguridad ciudadana y el
ejercicio de las libertades públicas, nace la Ley Orgánica
1/92, de 21 de febrero, de protección de la seguridad
ciudadana que en su art. 37 impone en esta materia el
principio de veracidad ”iuris tantum” de los agentes de
la autoridad en cuanto a las informaciones aportadas a
los expedientes sancionadores, con la única exigencia de
ratificación de los mismos en el caso de que los hechos
sean negados por los inculpados.

En el presente caso consta en el expediente la rati-
ficación de los agentes de la autoridad, que confirma la
veracidad de los hechos denunciados, poniéndose de
manifiesto la realidad de la comisión de las infracciones
que se imputan al sancionado.

Y aunque es cierto que el recurrente ha aportado al
presente procedimiento documentación consistente en
declaración de alta en el Impuesto de Actividades Eco-
nómicas con fecha posterior al levantamiento del acta de
denuncia, dicho documento en sí no puede enervar la cer-
teza de las informaciones de los agentes de la autoridad,
pues como pone de manifiesto la sentencia del Tribunal
Supremo de 10 de noviembre de 1965 (Aranzadi, re. 4993)
los documentos que acreditan el pago de arbitrios e
impuestos no prueban por sí solos la apertura al público
de un establecimiento, y ni mucho menos la fecha del
inicio de tal actividad. En efecto, con ello sólo se prueba
que en dicha fecha es cuando se ha dado cumplimiento
a la obligación fiscal que acarrea el desarrollo de toda
actividad comercial.

Vista la legislación en materia de juego de esta Comu-
nidad Autónoma y demás normas concordantes de especial
y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordi-
nario interpuesto por don Antonio Fernández Vargas, con-
firmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones-, que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. [El Viceconsejero
de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85), Fdo.: José A.
Sainz-Pardo Casanova.]».

Sevilla, 12 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 12 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica resolución al recurso ordinario interpuesto por
don Jesús Román Santiago Leiva. Expediente san-
cionador MA-41/95-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Jesús Román Santiago Leiva contra
la resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Málaga recaída en el expediente sancionador número
MA-41/95-EP, procede a hacer pública la misma al no
haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose
a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a veintinueve de septiembre
de mil novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y examinados
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Se aceptan los antecedentes de hecho de
la resolución recurrida, que con fecha 20 de febrero de
1995 dictó el Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación de Mála-
ga, por la que se sanciona a don Jesús Román Santiago
Leiva con 25.000 ptas. de multa, consecuencia de la comi-
sión de una infracción a los artículos 70 y 81.35 del Real
Decreto 2816/82 de 27 de agosto y Orden de 14 de
mayo de 1987, tipificada como falta de carácter leve en
el art. 26.e) de la Ley Orgánica 1/92 de 21 de febrero.

Segundo. Notificada la resolución, el interesado inter-
pone en tiempo y forma recurso ordinario, basado en las
siguientes argumentaciones que estimó pertinentes:

En el momento de la Inspección de la Policía Municipal
la música había sido cortada ya y las luces del local estaban
encendidas. Las únicas personas que se encontraban en
el bar, eran trabajadores del mismo, y algunos amigos
de éstos, pero en ningún momento se estaba vendiendo
bebidas en el bar.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Ha sido y es constante jurisprudencia del Tribunal
Supremo la de atribuir a los informes policiales, en prin-
cipio, veracidad y fuerza probatoria, al responder a una
realidad de hecho apreciada directamente por los Agentes,
todo ello salvo prueba en contrario, y en tal sentido la
Sentencia de la Sala III de dicho Alto Tribunal de 5 de
marzo de 1979, al razonar la adopción de tal criterio,
afirma que, “si la denuncia es formulada por un Agente
de la Autoridad especialmente encargado del servicio, la
presunción de legalidad y veracidad que acompaña a todo
el obrar de los órganos administrativos, incluso de sus
Agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse
tanto en la vía administrativa como en la contencioso-ad-
ministrativa, ya que constituye garantía de una acción admi-
nistrativa eficaz“.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su Sentencia
de 26 de abril de 1990 mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y 74 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1.216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
Tribunal de 28 de julio de 1981, “la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el prin-
cipio de libre apreciación de la prueba por parte del Tri-
bunal de Instancia, lo que supone que los distintos ele-
mentos de prueba puedan ser libremente ponderados por
el mismo a quien corresponde valorar su significación y
trascendencia para fundamentar el fallo“, y si bien este
precepto se refiere a la actuación de los Tribunales de
Justicia, hay que tener presente que también el Tribunal
Constitucional en su Sentencia de 8 de julio de 1981 ha
declarado, en base a lo establecido en el artículo 25 de
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la Constitución que los principios inspiradores del orde-
namiento penal son aplicables, con ciertos matices, al dere-
cho administrativo sancionador, dado que ambos son
manifestaciones jurídicas del ordenamiento punitivo del
Estado, según era ya doctrina reiterada y constante del
Tribunal Supremo.

Y más concretamente en esta materia, comprendida
dentro de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero de
Protección de la Seguridad Ciudadana, se consagra el prin-
cipio de presunción de veracidad “iuris tantum“ en relación
con las “informaciones aportadas por los agentes de la
autoridad, previa ratificación en el caso de haber sido
negados por los inculpados“. Por todo lo cual hay que
concluir que los hechos imputados deben ser tenidos por
ciertos al haber sido objeto de comprobación por inspec-
ción directa de los Agentes que formularon la denuncia
y no haber deducido el interesado a lo largo de todo el
procedimiento, ni descargos ni alegaciones, no siendo
posible admitir ahora las afirmaciones gratuitas del
recurrente al resolver el presente recurso (art. 112.1, segun-
do párrafo de la Ley 30/92 de 26 de noviembre).

Vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, el Real
Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento de Policía de Espectáculos Públicos y Acti-
vidades Recreativas, así como las demás normas de espe-
cial y general aplicación.

Por todo ello, resuelvo desestimar el recurso interpues-
to, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.- El Viceconsejero
de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.: José A.
Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 12 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 13 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica Resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña María José Jiménez Cano.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal a la recurrente doña María José Jiménez Cano contra
la relación definitiva de aprobados de las pruebas selectivas
para ingreso en el cuerpo de auxiliares administrativos de
la Junta de Andalucía, convocadas mediante Orden de
la Consejería de Gobernación, de 26 de abril de 1993
(BOJA de 4 de mayo de 1993), procede a hacer pública
la misma al no haberse podido practicar en su domicilio,
reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a uno de septiembre de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto y examinados
los siguientes

H E C H O S

Primero. Doña María José Jiménez Cano, participó
en las pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de
Auxiliares de la Junta de Andalucía, convocadas mediante
Orden de la Consejería de Gobernación de fecha 26 de
abril de 1993 (BOJA núm. 46, de 4 de mayo de 1993).
Celebrados los ejercicios, la recurrente fue excluida de las
listas definitivas de aprobados hechas públicas por el tri-
bunal el 11 de abril de 1995.

Segundo. Mediante escrito de 10.5.95, presentado en
la Consejería de Medio Ambiente el día 11 de mayo de
1995 (fecha de entrada en la Consejería de Gobernación
15.5.95), se formula recurso ordinario contra la relación
definitiva de aspirantes que han superado las pruebas, por
el que se solicita la declaración de nulidad de pleno dere-
cho del proceso selectivo en virtud de lo previsto en el
art. 32.1.e) de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, alegando
como fundamento los siguientes argumentos:

- Se prescinde total y absolutamente del procedimien-
to y de las normas contenidas en la base 8.1.b) de la
Orden de convocatoria dado que en la calificación del
segundo ejercicio se adoptó una calificación global sin
sumar las calificaciones de las dos partes en que dicho
ejercicio consistía.

- En la lista definitiva de aprobados figuran opositores
que, según presume la recurrente, son merecedores de
una calificación igual o inferior a la obtenida por ella,
lo cual puede implicar diversidad de criterios valorativos
por parte del Tribunal lo cual deriva en una posible infrac-
ción de los principios constitucionales consagrados en los
arts. 14 y 23.2 de la Constitución.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

No es aceptable que la actuación calificatoria del Tri-
bunal, en el segundo ejercicio de las pruebas referidas,
resulte afecta de un vicio invalidante de los incardinados
en la letra e) del art. 62.1 de la Ley 30/92, como pretende
la recurrente. Por sus radicales efectos, los supuestos de
nulidad absoluta han de contemplarse de modo restrictivo
y con extrema cautela, por ello la doctrina jurisprudencial
ha dejado sentado que, para que se dé un vicio de nulidad
de los previstos en el precepto citado en el recurso, resulta
necesario que la Administración haya actuado omitiendo
total y absolutamente el procedimiento adecuado para dic-
tar el acto, o bien, haya prescindido de alguno de los
trámites esenciales para formar la voluntad del órgano
administrativo (STS de 8 de marzo de 1982, entre otras).
En el presente caso, por tratarse de un órgano colegiado,
y de conformidad con lo establecido en el artículo citado
(en su inciso final) el vicio denunciado debería referirse
a algunos de los elementos o reglas generales o parti-
culares de formación de la voluntad de tales órganos que
no son otras, según ha fijado la jurisprudencia (p.e. STS
de 3 de marzo de 1978), que las de convocatoria, com-
posición, orden del día, quórum de asistencia y votación
y deliberación y votación. De ahí que la alegación de nuli-
dad ”in radice” formulada en el recurso no puede pros-
perar, pues no queda fundamentada en ninguna de las
omisiones o infracciones formales que acabamos de enun-
ciar y, por tanto, debemos rechazarla por no encontrar
motivo alguno que invalide de forma tan grave la actuación
del Tribunal.
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I I

Las razones aducidas en el recurso más bien tienen
que ver con las reglas de calificación de los ejercicios esta-
blecidas en la convocatoria (base 8.ª) y, de haberse infrin-
gido, darían lugar a un vicio de nulidad relativa o anu-
labilidad. Pero, en ese caso, tampoco puede decirse que
el Tribunal haya obrado en contra de lo ordenado en las
bases de la convocatoria, muy al contrario, su actuación
se adecua al contenido de las potestades que tiene
reconocidas.

Efectivamente, el Tribunal tiene plena potestad para
establecer el sistema de valoración de los ejercicios, como
se desprende de la Base 8.2.ª de la citada Orden de 26
de abril de 1993: ”El Tribunal queda facultado para la
determinación del nivel mínimo de respuesta exigido para
la obtención de las calificaciones a que se refiere la base
8.1, de conformidad con el sistema de valoración que
acuerde para cada ejercicio”; y para establecer las opor-
tunas calificaciones de acuerdo con dicho sistema de valo-
ración. Esa potestad queda limitada o modulada por la
base 8.1 que en lo relativo a la calificación del segundo
ejercicio establece: ”La calificación global del segundo
ejercicio será de cero a diez puntos, obtenidos de sumar
las puntuaciones de las dos partes del mismo, que serán
de cero a cinco puntos cada una de ellas; siendo necesario
para aprobarlo obtener un mínimo de cinco puntos”.

El sistema de valoración del reiterado segundo ejer-
cicio fue adoptado en la reunión del Tribunal celebrada
el día 25 de enero de 1995, y entre los criterios fijados,
según consta en el acta compulsada que obra en el expe-
diente, se acordó que para obtener las calificaciones esta-
blecidas en la base 8.1, los opositores deberían alcanzar
unos mínimos fijados en 160 pulsaciones netas para la
parte de mecanografía y 30 puntos en la parte práctica
tipo test, asimismo se fijaban los niveles de respuestas acer-
tadas para obtener 2.5 puntos y para obtener el 5 en
cada una de las partes. La adopción de tales puntuaciones
y mínimos no sólo es perfectamente admisible puesto que
no resulta prohibido por la convocatoria, sino que entra
de pleno en las facultades de valoración que tiene asig-
nadas el Tribunal, tal como establece la citada base 8.2.

Todo lo que se deja expuesto unido al principio de
discrecionalidad técnica del Tribunal -que es reiterado por
la jurisprudencia, llegando incluso a hablar de la ”sobe-
ranía” del Tribunal o Comisión-, determina la imposibilidad
de considerar la actuación del Tribunal como ilegal o
irregular.

En ese sentido se puede citar la Sentencia de 22 de
noviembre de 1983 que habla de la ”indiscutible soberanía
de los Tribunales de oposiciones, a la hora de asignar
las calificaciones, que constituyen auténtico dogma en
materia de oposiciones y concursos” y otras muchas del
mismo o semejante tenor como la de 31 de enero de
1973 donde se mantiene que ”el Tribunal calificador es
el único que tiene competencias absolutas para formular
la calificación que merezcan los opositores”, o como las
de 26 de abril de 1926, 10 de octubre de 1946, 3 de
julio de 1972, 31 de enero de 1973, 30 de octubre de
1974, 22 de diciembre de 1975, 28 de noviembre de
1984, etc., por todo lo cual, es fácil concluir que el Tri-
bunal, al establecer el sistema de calificación de las dos
partes del segundo ejercicio, actuó de acuerdo con las
bases de la convocatoria y en uso de la soberanía y dis-
crecionalidad que la Jurisprudencia le tiene reconocida.

I I I

Por último, la alegación según la cual existen en la
lista de aprobados opositores cuyo ejercicio merece una
calificación igual o inferior a la obtenida por la recurrente,
lo cual conculcaría los principios del art. 14 y 23.2 de

la Constitución, resulta un argumento vacío de contenido
y de imposible valoración, pues se formula en términos
abstractos carentes de cualquier concreción que pudiera
permitir el necesario término de comparación imprescin-
dible para determinar si efectivamente se ha infringido el
principio de igualdad y, en consecuencia, si la recurrente
pudiera haber resultado discriminada respecto de otros
opositores.

Por todo lo expuesto, vista la Ley 30/92, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y
demás disposiciones de general y especial aplicación,
resuelvo desestimar el recurso interpuesto por doña María
José Jiménez Cano, confirmando el acto recurrido.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones-, que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora
de la jurisdicción contencioso-administrativa, de 27 de
diciembre de 1956, previa comunicación a este órgano
administrativo de conformidad con el art. 110.3 de la Ley
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. (El Viceconsejero
de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85. Fdo.: José A.
Sainz-Pardo Casanova.)».

Sevilla, 13 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 14 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica Resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña María del Carmen Carrión Márquez.
(MA/76/93/MA).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de régimen jurídico
de las Administraciones Públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente doña María del Carmen Carrión Már-
quez contra la resolución de la Excma. Sra. Consejera de
Gobernación, por la presente se procede a hacer pública
la misma en su parte dispositiva final, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación:

«En la ciudad de Sevilla, a siete de diciembre de mil
novecientos noventa y cuatro.

Visto el recurso ordinario interpuesto, y en virtud de
los siguientes antecedentes y fundamentos jurídicos:

Resuelvo desestimar el recurso ordinario interpuesto
por doña M.ª del Carmen Carrión Márquez, en repre-
sentación de la empresa operadora Saymatic, S.L., con-
firmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución, -dictada en virtud de
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones- que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 de
diciembre de 1956. El Viceconsejero de Gobernación (Or-
den del 29.7.85) Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova».

Sevilla, 14 de diciembre de 1995.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.



BOJA núm. 164Sevilla, 22 de diciembre 1995 Página núm. 12.201

RESOLUCION de 14 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica Resolución al recurso ordinario interpuesto por
doña María Dolores Romero Andaluz.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal a la recurrente doña María Dolores Romero Andaluz
contra la relación definitiva de aprobados de las pruebas
selectivas para ingreso en el cuerpo de auxiliares admi-
nistrativos de la Junta de Andalucía, convocadas mediante
Orden de la Consejería de Gobernación, de 26 de abril
de 1993 (BOJA, de 4 de mayo de 1993), procede a hacer
pública la misma al no haberse podido practicar en su
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

«En la ciudad de Sevilla, a veinticinco de julio de mil
novecientos noventa y cinco.

Visto el recurso ordinario interpuesto, y en virtud de
los siguientes antecedentes y fundamentos jurídicos:

H E C H O S

Primero. Doña María Dolores Romero Andaluz, par-
ticipó en las pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo
de Auxiliares de la Junta de Andalucía, convocadas
mediante Orden de la Consejería de Gobernación de fecha
de 26 de abril de 1993 (BOJA núm. 46, de 4 de mayo
1993). Celebrados los ejercicios, la recurrente fue excluida
de las listas definitivas de aprobados hechas públicas por
el Tribunal el 11 de abril de 1995.

Segundo. Mediante escrito de 10.5.95 presentado en
la misma fecha en la Consejería de Trabajo y Asuntos
Sociales (fecha de entrada en la Consejería de Gober-
nación 15.5.95), se formula recurso ordinario contra la
relación definitiva de aspirantes que han superado las prue-
bas, por el que se solicita la declaración de nulidad de
pleno derecho del proceso selectivo en virtud de los previsto
en el art. 32.1.e) de la Ley 30/92 de 26 de noviembre
alegando como fundamento los siguientes argumentos:

- Se prescinde total y absolutamente del procedimento
y de las normas contenidas en la base 8.1.b) de la Orden
de convocatoria dado que en la calificación del segundo
ejercicio se adoptó una calificación global sin sumar las
calificaciones de las dos partes en que dicho ejercicio
consistía.

- En la lista definitiva de aprobados figuran opositores
que, según presume la recurrente, son merecedores de
una calificación igual o inferior a la obtenida por ella,
lo cual puede implicar diversidad de criterios valorativos
por parte del Tribunal lo cual deriva en una posible infrac-
ción de los principios constitucionales consagrados en los
arts. 14 y 23.2 de la Constitución.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

No es aceptable que la actuación calificatoria del Tri-
bunal, en el segundo ejercicio de las pruebas referidas,
resulte afecta de un vicio invalidante de los incardinados
en la letra e) del art. 62.1 de la Ley 30/92, como pretende
la recurrente. Por sus radicales efectos, los supuestos de
nulidad absoluta han de contemplarse de modo restrictivo
y con extrema cautela, por ello la doctrina jurisprudencial
ha dejado sentado que, para que se de un vicio de nulidad
de los previstos en el precepto citado en el recurso resulta
necesario que la Administración haya actuado omitiendo

total y absolutamente el procedimiento adecuado para dic-
tar el acto, o bien, haya prescindido de alguno de los
trámites esenciales para formar la voluntad del órgano
administrativo (STS de 8 de marzo de 1982, entre otras).

En el presente caso, por tratarse de un órgano cole-
giado, y de conformidad con lo establecido en el artículo
citado (en su inciso final) el vicio denunciado debería refe-
rirse a algunos de los elementos o reglas generales o par-
ticulares de formación de la voluntad de tales órganos
que no son otras, según ha fijado la jurisprudencia (p.e.
STS de 3 de marzo de 1978), que las de convocatoria,
composición, orden del día, quórum de asistencia y vota-
ción y deliberación y votación. De ahí que la alegación
de nulidad «in radice» formulada en el recurso no pueda
prosperar, pues no queda fundamentada en ninguna de
las omisiones o infracciones formales que acabamos de
enunciar y, por tanto, debemos rechazarla por no encontrar
motivo alguno que invalide de forma tan grave la actuación
del Tribunal.

I I

Las razones aducidas en el recurso más bien tienen
que ver con las reglas de calificación de los ejercicios esta-
blecidas en la convocatoria (base 8.ª), y, de haberse infrin-
gido, darían lugar a un vicio de nulidad relativa o anu-
labilidad. Pero, en este caso, tampoco puede decirse que
el Tribunal haya obrado en contra de lo ordenado en las
bases de la convocatoria, muy al contrario, su actuación
se adecua al contenido de las potestades que tiene
reconocidas.

Efectivamente, el Tribunal tiene plena potestad para
establecer el sistema de valoración de los ejercicios, como
se desprende de la Base 8.2.ª de la citada Orden de 26
de abril de 1993: «El Tribunal queda facultado para la
determinación del nivel mínimo de respuesta exigido para
la obtención de las calificaciones a que se refiere la base
8.1, de conformidad con el sistema de valoración que
acuerde para cada ejercicio»; y para establecer las opor-
tunas calificaciones de acuerdo con dicho sistema de valo-
ración. Esa potestad queda limitada o modulada por la
base 8.1 que en lo relativo a la calificación del segundo
ejercicio establece: «La calificación global del segundo ejer-
cicio será de cero a diez puntos, obtenidos de sumar las
puntuaciones de las dos partes del mismo, que serán de
cero a cinco puntos cada una de ellas; siendo necesario
para aprobarlo obtener un mínimo de cinco puntos» El
sistema de valoración del reiterado segundo ejercicio fue
adoptado en la reunión del Tribunal celebrada el día 25
de enero de 1995, y entre los criterios fijados, según consta
en el acta compulsada que obra en el expediente, se acordó
que para obtener las calificaciones establecidas en la base
8.1, los opositores deberían alcanzar unos mínimos fijados
en 160 pulsaciones netas para la parte de mecanografía
y 30 puntos en la parte práctica tipo test, asimismo se
fijaban los niveles de respuestas acertadas para obtener
2.5 puntos y para obtener el 5 en cada una de las partes.
La adopción de tales puntuaciones y mínimos no sólo es
perfectamente admisible puesto que no resulta prohibido
por la convocatoria, sino que entra de pleno en las facul-
tades de valoración que tiene asignadas el Tribunal, tal
como establece la citada base 8.2.

Todo lo que se deja expuesto unido al principio de
discrecionalidad técnica del Tribunal -que es reiterado por
la jurisprudencia, llegando incluso a hablar de la «sobe-
ranía» del Tribunal o Comisión-, determina la imposibilidad
de considerar la actuación del Tribunal como legal o
irregular.

En ese sentido se puede citar la Sentencia de 22 de
noviembre de 1983 que habla de la «indiscutible soberanía
de los Tribunales de oposiciones, a la hora de asignar
las calificaciones, que constituyen auténtico dogma en
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materia de oposiciones y concursos» y otras muchas del
mismo o semejante tenor como la de 31 de enero de
1973 donde se mantiene que «el Tribunal calificador es
el único que tiene competencias absolutas para formular
la calificación que merezcan los opositores», o como las
de 26 de abril de 1926, 10 de octubre de 1946, 3 de
julio de 1972, 31 de enero de 1973, 30 de octubre de
1974, 22 de diciembre de 1975, 28 de noviembre de
1984, etc., por todo lo cual, es fácil concluir que el Tri-
bunal, al establecer el sistema de calificación de las dos
partes del segundo ejercicio, actuó de acuerdo con las
bases de la convocatoria y en uso de la soberanía y dis-
crecionalidad que la Jurisprudencia le tiene reconocida.

I I I

Por último, la alegación según la cual existen en la
lista de aprobados opositores cuyo ejercicio merece una
calificación igual o inferior a la obtenida por la recurrente,
lo cual conculcaría los principios del art. 14 y 23.2 de
la Constitución, resulta un argumento vacío de contenido
y de imposible valoración, pues se formula en términos
abstractos carentes de cualquier concreción que pudiera
permitir el necesario término de comparación imprescin-
dible para determinar si efectivamente se ha infringido el
principio de igualdad y, en consecuencia, si la recurrente
pudiera haber resultado discriminada respecto de otros
opositores.

Por todo lo expuesto, vista la Ley 30/92, de 26 de
noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones
públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y
demás disposiciones de general y especial aplicación,
Resuelvo desestimar el recurso interpuesto por doña María
Dolores Romero Andaluz, confirmando el acto recurrido.

Contra la presente resolución, -dictada en virtud de
orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
buciones que agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner recurso contencioso-administrativo en el plazo de
dos meses, contados a partir del día siguiente al de la
notificación de la presente, ante el Tribunal Superior de
Justicia de Andalucía, de acuerdo con lo previsto en el
art. 58 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa comuni-
cación a este órgano administrativo de conformidad con
el art. 110.3 de la Ley de régimen jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del procedimiento administrativo
común. [El Viceconsejero de Gobernación P.D. (Orden
29.7.85) Fdo.: José A. Sainz-Pardo Casanova.]».

Sevilla 14 de diciembre de 1995.- La Secretaria Gene-
ral Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

CONSEJERIA DE INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO

ORDEN de 15 de diciembre de 1995, por la
que se establece el calendario de domingos y festivos
en los que los establecimientos comerciales podrán
permanecer abiertos al público durante 1996.

El Decreto 66/1994, de 22 de marzo, por el que se
regulan los horarios para la apertura y cierre de los locales
comerciales en el ámbito de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, establece, en su artículo 5.1 que los domingos
y días festivos en los que los comercios podrán permanecer
abiertos al público serán, como máximo, ocho días al año,
cuya determinación anual ha de establecerse mediante
Orden de la Consejería de Industria, Comercio y Turismo.

En su virtud, previo informe de las Cámaras Oficiales
de Comercio, Industria y Navegación y audiencia a las
asociaciones y organizaciones empresariales, sindicales y
de consumidores más representativas del sector a nivel
regional,

D I S P O N G O

Artículo único. Los domingos y días festivos en los que
los comercios podrán permanecer abiertos al público
durante el año 1996 serán los siguientes:

- 7 de enero, domingo.
- 12 de octubre, sábado.
- 1 de noviembre, viernes.
- 1 de diciembre, domingo.
- 8 de diciembre, domingo.
- 15 de diciembre, domingo.
- 22 de diciembre, domingo.
- 29 de diciembre, domingo.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Se autoriza al titular de la Dirección General
de Comercio, Consumo y Cooperación Económica para
dictar cuantas disposiciones sean necesarias en desarrollo
y ejecución de esta Orden.

Segunda: La presente Orden entrará en vigor el día
1 de enero de 1996.

Sevilla, 15 de diciembre de 1995

GASPAR ZARRIAS AREVALO
Consejero de Industria, Comercio y Turismo

RESOLUCION de 14 de diciembre de 1995,
de la Delegación Provincial de Málaga, dando publi-
cidad a subvenciones concedidas para la Moder-
nización Tecnológica del Sector Industrial Andaluz,
según Orden que se cita.

Con carácter informativo y a efectos de cumplir con
lo establecido en el apartado 2 del artículo 9 de la Orden
de 2 de febrero de 1994, ha resuelto hacer públicas las
subvenciones concedidas al amparo de la citada Orden.

R E S U E L V E

Dar publicidad a las subvenciones concedidas en las
cuantías que se señalan, con arreglo a lo previsto en la
Orden de 2 de febrero de 1994.

Titular: Gas Andalucía, S.A. (206).
Subvención: 20.323.496 ptas.

Titular: Gas Andalucía, S.A. (207).
Subvención: 11.375.280 ptas.

Titular: Gas Andalucía, S.A. (208).
Subvención: 7.733.209 ptas.

Titular: Gas Andalucía, S.A. (209).
Subvención: 7.329.190 ptas.

Málaga, 14 de diciembre de 1995.- La Delegada,
Ana Gómez Gómez.
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CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

ORDEN de 12 de diciembre de 1995, por la
que se concede al Ayuntamiento de El Burgo (Má-
laga), una subvención para financiar las obras de
terminación de viviendas de promoción pública en
dicha localidad.

Siendo objetivo prioritario de la Consejería de Obras
Públicas y Transportes la atención en materia de vivienda
a las capas sociales más desasistidas, objetivo que ha de
conseguirse por medio de una gestión coordinada con
las Corporaciones Locales.

A la vista de la solicitud del Ayuntamiento de El Burgo
(Málaga), de una subvención para la financiación de las
obras de terminación de 15 viviendas de promoción pública
en dicha localidad, en cumplimiento de lo estipulado en
el Convenio suscrito con fecha 14 de mayo de 1986 entre
ambas Instituciones, de acuerdo con lo previsto en la Ley
del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía
en su artículo 21, apartado 3; teniendo consideración de
subvención específica en razón de su objeto y habiendo
quedado debidamente acreditado en el expediente el inte-
rés social que justifica la concesión de la subvención así
como la imposibilidad de la concurrencia, a propuesta
del Director General de Arquitectura y Vivienda, y en virtud
de las facultades que me confieren los artículos 10 de
la Ley 5/1983 de 19 de julio y 15 de la Ley 9/1985
de 28 de diciembre, esta Consejería ha dispuesto:

Primero. Conceder al Ayuntamiento de El Burgo (Má-
laga), una subvención de treinta y cuatro millones tres-
cientas ochenta y seis mil ciento setenta y dos pesetas
(34.386.172 ptas.), para la financiación de las obras de
terminación de 15 viviendas de promoción pública en dicha
localidad.

Segundo. El abono de la subvención se efectuará con cargo
a la aplicación presupuestaria 01.14.00.03.00.76400.33A.2 y
las anualidades para su abono serán las siguientes:

1995: 26.931.702 ptas.
1996: 7.454.470 ptas.

Tercero. La subvención será abonada al Ayuntamiento
de El Burgo de la siguiente forma:

- Un primer pago de 8.031.702 ptas., correspondien-
tes al hito de obras de Instalaciones y Servicios, cuya eje-
cución ya ha sido justificada por el Ayuntamiento de El
Burgo, una vez publicada la presente Orden de concesión
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

- Un pago de 18.900.000 ptas., correspondientes a
la parte proporcional de la ampliación de financiación soli-
citada que afecta a la obra cuya ejecución ya ha sido
justificada por el Ayuntamiento de El Burgo (90% del total
de la obra), una vez publicada la presente Orden de con-
cesión en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

- Un pago de 7.454.470 ptas., correspondientes al
hito de Final de Obras (financiación inicial y ampliación
solicitada), que se abonarán previa la presentación por
el Ayuntamiento de El Burgo de la certificación final de
obras emitida por la Dirección Facultativa de las mismas,
informada por los Servicios Técnicos de la Delegación Pro-
vincial de esta Consejería.

Cuarto. El Ayuntamiento de El Burgo, queda obligado
a la justificación del empleo de la subvención en el plazo
máximo de seis meses a partir de su percepción, mediante
la presentación de la liquidación económica de la pro-
moción de viviendas realizada, y en su caso, al reintegro

de la misma de acuerdo con lo dispuesto en la Ley del
Presupuesto de la Comunidad Autónoma.

En cualquier caso, el importe total de la subvención
que se propone, quedará vinculado a los pagos efectuados
hasta la fecha para la construcción de las viviendas por
la Consejería de Obras Públicas y sometidos al mismo
tratamiento que para aquéllos pudiera establecerse en el
futuro.

Sevilla, 12 de diciembre de 1995

FRANCISCO VALLEJO SERRANO
Consejero de Obras Públicas y Transportes

RESOLUCION de 8 de noviembre de 1995, de
la Dirección General de Arquitectura y Vivienda, por
la que se acuerda declarar actuación singular la
adjudicación de viviendas de promoción pública.
(SE-89/220-V2).

Los artículos 11 y 12 del Decreto 119/92, de 7 de
julio, por el que se regula el Régimen de Financiación
de las actuaciones de los Sectores Públicos y Protegido
en materia de Vivienda, establecidas en el Plan Andaluz
de Vivienda 1992/1995, establecen la posibilidad de acor-
dar la realización de Actuaciones Singulares destinadas
a solucionar necesidades derivadas de operaciones de
remodelación, relocalización y similares o aquellas otras
que se consideren de interés social singular por el contenido
del procedimiento o los objetivos perseguidos y que afecten
a colectivos de poblaciones concretos, con la obligación
de incorporar en la resolución las normas de adjudicación
específicas ajustadas a las circunstancias de la operación
concreta.

La Comisión Provincial de Vivienda de Sevilla, en su
sesión celebrada el día 29 de junio de 1995, acordó elevar
a la Dirección General de Arquitectura y Vivienda propuesta
de declarar actuación singular la adjudicación de 4 vivien-
das de Promoción Pública, de las 24 que se construyen
en Villafranco del Guadalquivir (Sevilla), al amparo del
expediente SE-89/220-V2.

Con la actuación singular propuesta se pretende solu-
cionar el problema de cuatro familias que habitan un edi-
ficio llamado «Las Gañanías» ubicadas en la Avda. Queipo
de Llano núm. 44, en condiciones deficitarias tanto higié-
nico-sanitarias como de solidez, que las hacen práctica-
mente inhabitables.

En su virtud, teniendo en cuenta lo establecido en el
artículo 12 del Decreto 119/92, de 7 de julio, y a propuesta
de la Comisión Provincial de Vivienda de Sevilla, esta Direc-
ción General ha tenido a bien resolver lo siguiente:

Primero: Se declara como Actuación Singular la adju-
dicación del grupo de 4 viviendas de las 24 de Promoción
Pública en Villafranco del Guadalquivir (Sevilla), construi-
das al amparo del expediente SE-89/220- V2.

Segundo: Las viviendas serán adjudicadas de acuerdo
con las normas específicas que figuran como anexo a esta
resolución.

Tercero: La presente disposición entrará en vigor el
día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Sevilla, 8 de noviembre de 1995.- El Director General,
José M.ª Verdú Valencia.

NORMAS ESPECIFICAS DE ADJUDICACION EN REGI-
MEN DE ARRENDAMIENTO DEL GRUPO DE 4 VIVIENDAS
DE PROMOCION PUBLICA DE LAS 24, QUE SE CONS-
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TRUYEN EN VILLAFRANCO DEL GUADALQUIVIR (SEVI-
LLA), AL AMPARO DEL EXPEDIENTE SE-89/220-V2

Primera: Serán adjudicatarios de estas viviendas las
familias que habitan el edificio «Las Gañanías», en Avda.
Queipo de Llano núm. 4, en condiciones deficitarias.

Segunda: 1. El régimen de adjudicación de las vivien-
das será el de arrendamiento.

2. Los adjudicatarios deberán reunir los requisitos
establecidos en el Decreto 413/90 de 26 de diciembre,
modificados por el art. 5, apartado 2.º del Decreto 119/92
de 7 de julio.

3. De conformidad con el art. 3.1 del Decreto
13/1995 de 31 de enero, se establecerá un cupo mínimo
por el que se reserva el 25% de estas viviendas para su
adjudicación a personas que no superen los 35 años.

Tercera: Corresponde al Ayuntamiento de Villafranco
del Guadalquivir (Sevilla) la elaboración de la lista pro-
visional de adjudicatarios, que una vez aprobada en pleno
será remitida acompañada de toda la documentación a
la Comisión Provincial de la Vivienda de Sevilla.

Cuarta: La aprobación de la lista y la adjudicación
de las indicadas viviendas corresponde a la Comisión Pro-
vincial de la Vivienda, siguiéndose a partir de entonces
el procedimiento regulado en los artículos 14 y siguientes
del Decreto 413/90, de 26 de diciembre.

Dada la urgencia de la situación y conforme al artícu-
lo 1.º de la Orden de 9 de mayo de 1980 sobre agilización
de actuaciones del Ministerio de Obras Públicas y Urba-
nismo, en la promoción directa de viviendas de Protección
Oficial se podrá hacer uso del Procedimiento de urgencia
regulado en el artículo 50 de la Ley 30/92 de Régimen
Jurídico y Procedimiento Administrativo Común.

Quinta: Las Resoluciones de la Comisión Provincial
de la Vivienda sobre adjudicación del presente grupo serán
recurribles mediante Recurso Ordinario ante el Excmo. Sr.
Consejero de Obras Públicas y Transportes.

CONSEJERIA DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES

RESOLUCION de 28 de noviembre de 1995,
de la Delegación Provincial de Cádiz, por la que
se hace pública la relación de solicitantes del Pro-
grama de Solidaridad a los que no ha sido posible
notificar diferentes Resoluciones y actos adminis-
trativos.

En cumplimiento del art. 59.4 de la Ley 30/1992 de
26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,
se notifica a los interesados diferentes Resoluciones y Actos
Administrativos referentes al Programa de Solidaridad.
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Cádiz, 28 de noviembre de 1995.- El Delegado,
Agustín Barberá Salvador.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 27 de noviembre de 1995, por la
que se adjudica una beca de Formación de Personal
de Apoyo Científico-Tecnológico a los grupos inte-
grantes de la Red Andaluza de Aerobiología.

De acuerdo con la Convocatoria de una beca de For-
mación de Personal de Apoyo Científico-Tecnológico a los
grupos integrantes de la Red Andaluza de Aerobiología
(Orden de 14 de marzo de 1995, BOJA núm. 51 de 29
de marzo), esta Consejería de Educación y Ciencia ha
dispuesto:

Primero. Otorgar una beca destinada a la Formación
de Personal de Apoyo Científico-Tecnológico a los grupos

integrantes de la Red Andaluza de Aerobiología a la bene-
ficiaria que figura en el Anexo adjunto, con efecto de 1
de diciembre de 1995 a 30 de noviembre de 1996.

Segundo. La dotación de esta beca, con una duración
de doce meses, cubrirá los siguientes aspectos:

1. Una asignación de 70.000 pesetas brutas men-
suales.

2. Seguro combinado de accidentes individuales, inter-
vención quirúrgica, hospitalización y asistencia médica.

Este último es extensible al cónyuge e hijos de la bene-
ficiaria siempre que no posean cobertura de la Seguridad
Social.

La percepción de la beca será incompatible con cual-
quier otra retribución, beca o ayuda no autorizada expre-
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samente por la Dirección General de Universidades e
Investigación.

Tercero. La beneficiaria está obligada a cumplir el
régimen de formación establecido por el responsable del
Grupo al que resulte adscrita.

Cuarto. Una vez finalizado el período para el que
se ha concedido la beca, ante la posibilidad de prórroga,
la beneficiaria deberá presentar en la Dirección General
de Universidades e Investigación un informe sobre los resul-
tados obtenidos del responsable del Grupo al que resulte
adscrita.

La no observancia de estas normas supondrá la anu-
lación de la beca concedida.

Quinto. Contra la presente Orden que pone fin a la
vía administrativa cabe interponer en el plazo de dos meses,
a partir de su publicación, recurso contencioso-adminis-
trativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo com-
petente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, pre-
via comunicación a esta Consejería de Educación y Cien-
cia, conforme a lo establecido en los artículos 37.1 de
la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa y el artículo 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Sevilla, 27 de noviembre de 1995

INMACULADA ROMACHO ROMERO
Consejera de Educación y Ciencia

A N E X O

Línea de investigación, becaria y destino.
Análisis e identificación de partículas biológicas pre-

sente en la atmósfera.
Morales González, Julia (Sevilla).
DNI: 51.898.188.

ORDEN de 27 de noviembre de 1995, por la
que se prorrogan becas de Formación de Personal
de apoyo científico-tecnológico a los grupos inte-
grantes de la Red Andaluza de Aerobiología, corres-
pondientes a la convocatoria de 1994.

Concluyendo el primer período de disfrute de las Becas
de Formación de Personal de Apoyo Científico-Tecnológico
a los grupos integrantes de la Red Andaluza de Aerobio-
logía, correspondientes a la Convocatoria de 1994 (Orden
de 14 de abril de 1.994, BOJA núm. 65 de 11 de mayo),
esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Prorrogar el disfrute de las citadas becas a
los beneficiarios de las mismas, que figuran en el Anexo
adjunto, durante el período 1 de diciembre de 1995 a
30 de noviembre de 1996.

Segundo. La dotación de estas becas, con una dura-
ción de doce meses, cubrirá los siguientes aspectos:

1. Una asignación de 70.000 pesetas brutas men-
suales.

2. Seguro combinado de accidentes individuales, inter-
vención quirúrgica, hospitalización y asistencia médica.

Este último es extensible al cónyuge e hijos del bene-
ficiario siempre que no posean cobertura de la Seguridad
Social.

La percepción de la beca será incompatible con cual-
quier otra retribución, beca o ayuda no autorizada expre-

samente por la Dirección General de Universidades e
Investigación.

Tercero. Los beneficiarios están obligados a cumplir el
régimen de formación establecido por el responsable del
Grupo al que resulten adscritos.

Cuarto. Una vez finalizado el período para el que se
ha concedido la beca, ante la posibilidad de prórroga, los
beneficiarios deberán presentar en la Dirección General de
Universidades e Investigación un informe sobre los resultados
obtenidos del responsable del Grupo al que resulten ads-
critos. La no observancia de estas normas supondrá la anu-
lación de la beca concedida.

Quinto. Contra la presente Orden que pone fin a la
vía administrativa cabe interponer en el plazo de dos meses,
a partir de su publicación, recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, previa comu-
nicación a esta Consejería de Educación y Ciencia, conforme
a lo establecido en los artículos 37.1 de la Ley Reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y el artículo
110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 27 de noviembre de 1995

INMACULADA ROMACHO ROMERO
Consejera de Educación y Ciencia

A N E X O

Líneas de investigación, becarios y destinos.
Manejo, tratamiento y preparación de los datos de ori-

gen aerobiológico para su difusión pública.

Cariñanos González, Paloma. (Córdoba).
DNI: 45.072.004.

Análisis e identificación de partículas biológicas presen-
tes en la atmósfera.

Alba Sánchez, M.ª Francisca. (Granada).
DNI: 24.219.682.

Alcázar Teno, Purificación. (Córdoba).
DNI: 30.535.040.

Recio Criado, Marta. (Málaga).
DNI: 25.097.255.

ORDEN de 29 de noviembre de 1995, por la
que se concede la autorización para su apertura
y funcionamiento al centro privado Jesús María El
Cuco, de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Visto el expediente instruido a instancia de doña María
Encarnación Pérez Ayuso, como representante de la Con-
gregación de Religiosas de Jesús-María, Titular del centro
docente privado «Jesús María El Cuco», sito Jerez de la
Frontera, calle Marqués de Bonanza, núm. 3, solicitando
autorización definitiva para la apertura y funcionamiento
de dicho Centro con 5 unidades de Educación Infantil 2.º
ciclo, 12 unidades de Educación Primaria, 8 unidades de
Educación Secundaria Obligatoria, y 4 unidades de Bachi-
llerato, según lo dispuesto en el Decreto 109/1992, de
9 de junio, sobre autorizaciones de Centros Docentes Pri-
vados para impartir Enseñanzas de Régimen General.

Resultando que el Centro privado «Jesús María - El
Cuco» de Jerez de la Frontera (Cádiz) tiene autorización
definitiva para tres centros, uno de Educación Preescolar
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de 5 unidades y 200 puestos escolares, otro de Educación
General Básica de 16 unidades y 640 puestos escolares
y otro de Bachillerato Unificado y Polivalente de 8 unidades
y 320 puestos escolares.

Resultando que en el expediente de autorización han
recaído informes favorables del Servicio de Inspección Edu-
cativa y del Departamento Técnico de Construcciones del
Servicio de Programas y Obras de la Delegación Provincial
de Educación y Ciencia de Cádiz, como se contempla en
el art. 9 punto 2.º del Decreto 109/92, de 20 de junio.

Considerando que se han cumplido en el presente
expediente todos los requisitos exigidos por la normativa
vigente en esta materia.

Esta Consejería de Educación y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Autorizar, de acuerdo con el artículo 9 del
Decreto de 109/1992, de 9 de junio, la apertura y fun-
cionamiento del Centro Educación Secundaria «Jesús
María - El Cuco» de Jerez de la Frontera (Cádiz) y, como
consecuencia de ello, establecer la configuración definitiva
de los centros existentes en el mismo edificio o recinto
escolar que se describe a continuación:

A) Denominación Genérica: Centro de Educación
Infantil.

Denominación Específica: «Jesús María - El Cuco».
Titular: Religiosas de Jesús-María.
Domicilio: Calle Marqués de Bonanza, núm. 3.
Localidad: Jerez de la Frontera.
Municipio: Jerez de la Frontera.
Provincia: Cádiz.
Código del Centro: 11002870.
Enseñanzas a impartir: Educación Infantil.
Capacidad: 5 unidades 2.º Ciclo y 125 puestos

escolares.

B) Denominación Genérica: Centro de Educación
Primaria.

Denominación Específica: «Jesús María - El Cuco».
Titular: Religiosas de Jesús-María.
Domicilio: Calle Marqués de Bonanza, núm. 3.
Localidad: Jerez de la Frontera.
Municipio: Jerez de la Frontera.
Provincia: Cádiz.
Código del Centro: 11002870.
Enseñanzas a impartir: Educación Primaria.
Capacidad: 12 unidades y 300 puestos escolares.

C) Denominación Genérica: Centro de Educación
Secundaria.

Denominación Específica: «Jesús María - El Cuco».
Titular: Religiosas de Jesús-María.
Domicilio: Calle Marqués de Bonanza, núm. 3.
Localidad: Jerez de la Frontera.
Municipio: Jerez de la Frontera.
Provincia: Cádiz.
Código del Centro: 11002870.
Enseñanzas que se autorizan:

a) Educación Secundaria Obligatoria.
Capacidad: 8 unidades y 240 puestos escolares.
b) Bachillerato:
Modalidad Ciencias de la Naturaleza y la Salud.
Capacidad: 2 unidades y 70 puestos escolares.
Modalidades Humanidades y Ciencias Sociales.
Capacidad: 2 unidades y 70 puestos escolares.

Segundo.
1. Provisionalmente, y hasta que no se implanten las

enseñanzas definitivas, de acuerdo con el calendario de
aplicación de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,

de Ordenación General del Sistema Educativo, los centros
mencionados podrán impartir las siguientes enseñanzas:

- Transitoriamente, hasta finalizar el curso escolar
1999/2000, en base al artículo 17 número 4 del Real
Decreto 986/1991, el centro de Educación Infantil «Jesús
María - El Cuco» podrá funcionar con una capacidad máxi-
ma total de 5 unidades y 200 puestos escolares impartiendo
Educación Preescolar hasta que, de acuerdo con la Orden
31 de enero de 1992, por la que se regula la implantación
gradual del segundo ciclo de la Educación Infantil en cen-
tros docentes de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

- Educación Primaria/Educación General Básica, con
una capacidad máxima total de 16 unidades, que pro-
gresivamente irá reduciendo y adaptando. Los cursos 1.º
al 6.º de Educación Primaria implatarán el número máximo
de 25 puestos escolares por unidad escolar de acuerdo
con el calendario de aplicación antes citado.

- Bachillerato Unificado y Polivalente con una capa-
cidad máxima de 8 unidades y 320 puestos escolares que
progresivamente irá reduciendo y extinguiendo, de acuerdo
con el Real Decreto 1487/1994, de 1 de julio, citado.

Tercero. Aunque al Centro le es de aplicación lo esta-
blecido en la Disposición Transitoria Tercera. 2 de la Ley
Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, y en el artículo 54
del Real Decreto 986/1991, de 14 de junio, modificado
y completado por el Real Decreto 1487/1994, de 1 de
julio, la presente autorización no supone otorgamiento del
concierto educativo para Educación Secundaria, que debe-
rá solicitarse de acuerdo con lo establecido en el Real
Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, (BOE del 27).

Cuarto. La presente autorización surtirá efecto de
acuerdo con lo establecido en el artículo 10 del Decreto
109/92, de 20 de junio, implantando progresivamente,
a medida que se vayan autorizando las enseñanzas con
arreglo al calendario de aplicación de la Ley Orgánica
1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del
Sistema Educativo.

Quinto. Antes del inicio de las enseñanzas de Edu-
cación Secundaria Obligatoria, la Delegación Provincial
de Educación y Ciencia de Cádiz, previo informe del Ser-
vicio de Inspección Técnica de Educación, aprobará expre-
samente la relación de personal que impartirá docencia
en el centro.

Sexto. Dicho Centro queda obligado al cumplimiento
de la legislación vigente y a solicitar la oportuna revisión
cuando haya que modificarse cualquiera de los datos que
señala la presente Orden.

Séptimo. Contra la presente Orden, que pone fin a
la vía administrativa, cabe interponer, en el plazo de dos
meses a partir de su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía, recurso Contencioso-Administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, previa
comunicación a esta Consejería, conforme a lo establecido
en los artículos 37.1 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, y 110.3 de la Ley de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Sevilla, 29 de noviembre de 1995

INMACULADA ROMACHO ROMERO

Consejera de Educación y Ciencia



BOJA núm. 164Página núm. 12.214 Sevilla, 22 de diciembre 1995

ORDEN de 29 de noviembre de 1995, por la
que se concede subvención expecífica, por razón
del objeto, a ayuntamientos de la provincia de Gra-
nada, para actuaciones encaminadas a paliar el
absentismo escolar temporero.

Entre las medidas que la Consejería de Educación y
Ciencia viene aplicando para desarrollar el Título V de
la Ley 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General
del Sistema Educativo sobre la compensación de las desi-
gualdades en la educación, se encuentran las actuaciones
encaminadas a paliar el absentismo escolar y la deficiente
escolarización originada por razones socioambientales y
laborales en núcleos de población desfavorecidos, así
como por la ultradiseminación de localidades ubicadas
en el ámbito rural.

Este objetivo se plasma en una serie de acciones que
pretenden evitar la desescolarización de los hijos de tra-
bajadores temporeros que se produce por su desplaza-
miento desde los lugares de origen a las zonas de trabajo
eventual, procurando de forma prioritaria la permanencia
de los niños y niñas en su propia localidad o, en su defecto,
ofertándoles un puesto escolar en el entorno de los núcleos
de destino donde sus padres encuentran trabajo temporal.

La problemática originada es compleja y las actua-
ciones que hay que acometer, teniendo en cuenta las diver-
sas variables que inciden en la realidad socioeconómica
de estos sectores de población, requieren de la colabo-
ración y coordinación entre los organismos más directa-
mente afectados, especialmente las Corporaciones Loca-
les. A tal fin, la Orden de la Consejería de Educación
y Ciencia, de 1 de septiembre de 1989, (BOJA del 13
de octubre) determinó el modelo de un Acuerdo Base para
ser suscrito entre las Entidades Locales más directamente
afectadas y la Consejería de Educación y Ciencia.

En consecuencia, considerando lo anteriormente
expuesto, tras el oportuno proceso de detección de nece-
sidades realizadas por la correspondiente Delegación Pro-
vincial de Educación y Ciencia de Granada, con la par-
ticipación de las Corporaciones Locales afectadas y efec-
tuada la consiguiente valoración; habida cuenta de que
existe crédito presupuestario para subvencionar la reali-
zación de estas medidas y no siendo posible promover
la concurrencia por la naturaleza específica del objeto a
subvencionar; una vez suscritos los convenios de coope-
ración en los términos previstos en la anterior Orden de
1 de septiembre de 1989, esta Consejería de Educación
y Ciencia ha dispuesto:

Primero. Conceder subvención específica por razón
del objeto, a fin de posibilitar la realización de actuaciones
encaminadas a paliar el absentismo escolar, especialmente
el temporero, a los Ayuntamientos que se relacionan a
continuación y por los importes que se indican:

Ayuntamientos Importe/ptas.

Alamedilla 1.400.000
Albuñuelas 8.400.000
Algarinejo 700.000
Colomera 200.000
Cortés de Baza 200.000
Deifontes 1.000.000
Gorafe 1.500.000
Guadahortuna 4.000.000
Huélago 850.000
Illora 1.200.000
Montejícar 5.744.866
Montefrío 500.000
Morelabor 800.000
Torrecardela 170.000
Zagra 180.000
Pedro Martínez 339.000

Zújar-Carramaiza 900.000

Segundo. Estas subvenciones se imputarán a la apli-
cación presupuestaria 01.18.00.03.00.46101.00.32F.0 y
supone un importe global de 28.083.866 ptas.

Tercero. Las Corporaciones Locales beneficiarias
deberán cumplir los requisitos recogidos en el artículo 21,
apartados 7 (a,b,c y d) y 8, de la Ley 9/1993, de 30
de diciembre, de Presupuesto de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, prorrogada por el Decreto 472/1994, de
27 de diciembre, y demás disposiciones vigentes.

Cuarto. La presente Orden entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía.

Sevilla, 29 de noviembre de 1995

INMACULADA ROMACHO ROMERO
Consejera de Educación y Ciencia

ORDEN de 30 de noviembre de 1995, por la
que se concede subvención específica por razón del
objeto a la Fundación Benéfico-Docente Sagrada
Familia, para contribuir a la realización de activi-
dades de formación permanente del profesorado.

La progresiva implantación del nuevo sistema educa-
tivo establecido en la LOGSE requiere, entre otras actua-
ciones, la formación permanente del profesorado, cons-
tituyendo ésta una responsabilidad de las administraciones
públicas.

En tal sentido la Consejería de Educación y Ciencia
lleva a cabo una propuesta anual de formación amplia
y variada, en el marco del Plan Andaluz de Formación
Permanente del Profesorado, aprobado por el Decre-
to 164/1992 de 8 de septiembre (BOJA 29 de octubre).

Uno de los elementos que el Plan Andaluz de For-
mación Permanente del Profesorado establece para su pro-
pio desarrollo, es la colaboración con otras entidades en
materia de formación permanente.

Con fecha 24.9.90 se suscribió un Convenio de cola-
boración en materia de formación permanente entre la
Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de Andalucía
y la Fundación Benéfico-Docente Sagrada Familia (Safa).
en cuya estipulación sexta de dicho convenio se establece
que la Consejería de Educación y Ciencia colaborará eco-
nómicamente con la Fundación Benéfico-Docente Sagrada
Familia (Safa) de Andalucía, para la realización de acti-
vidades de formación programadas por dicha Fundación,
y dirigidas prioritariamente al profesorado de los centros
concertados dependientes de la misma.

Teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente y habida
cuenta que existe crédito presupuestario para dicha cola-
boración económica, de conformidad con el artículo 21
de la Ley 9/1993 del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía para 1994, prorrogada en 1995 por
el Decreto 472/1994, no siendo posible promover con-
currencia por la naturaleza específica del objeto a sub-
vencionar, esta Consejería de Educación y Ciencia, una
vez estudiada la propuesta de actividades de formación
presentada por la Fundación Benéfico-Docente Sagrada
Familia (Safa),

D I S P O N E

Primero. Conceder una subvención específica por
razón del objeto a la Fundación Benéfico-Docente Sagrada
Familia (Safa) de Andalucía, con cargo a la aplicación
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presupuestaria 0.1.18.00.03.00.48307.42A.1, por un
importe de tres millones de pesetas.

Segundo. La Fundación Benéfico-Docente Sagrada
Familia (Safa), deberá justificar la correcta inversión de
la subvención específica recibida, de acuerdo con el pro-
cedimiento ordinario de justificación que se establece en
las disposiciones vigentes.

Sevilla, 30 de noviembre de 1995.- El Consejero
(P.D.C.O. 17.2.88), El Viceconsejero, Pedro Navarro
Imberlón.

RESOLUCION de 30 de noviembre de 1995,
de la Delegación Provincial de Huelva, por la que
se conceden Ayudas Económicas a Organizaciones
Estudiantiles Andaluzas, en los niveles no Univer-
sitarios durante 1995.

De conformidad con lo dispuesto en la Orden de la
Consejería de Educación y Ciencia de 8 de mayo de 1995
(BOJA núm. 73 de 19.5.95), por la que se convocan ayu-
das para financiar actividades de las Organizaciones Estu-
diantiles Andaluzas, en los niveles no universitarios durante
1995, vistos los proyectos presentados por las Organi-
zaciones solicitantes, una vez emitido informe favorable
sobre la propuesta de distribución por la Comisión Pro-
vincial prevista en el apartado undécimo de dicha Orden,
comunicada la concesión o denegación provisional a las
Organizaciones y transcurrido el plazo de reclamaciones,
esta Delegación Provincial de Educación y Ciencia ha
resuelto: Conceder las subvenciones económicas que en
el Anexo se determinan a las actividades organizadas por

las Asociaciones, cuyo importe total asciende a 433.592
ptas.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, en el plazo de dos meses
a partir de su publicación, recurso Contencioso-Adminis-
trativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo com-
petente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía pre-
via comunicación a esta Consejería, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 37.1 de la Ley de Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa y 110.3 de la Ley de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Huelva, 30 de noviembre de 1995.- El Delegado,
Manuel Jesús Larrinaga Sánchez.

A N E X O

C O N V O C A T O R I A A Y U D A S A C T I V I D A D E S
ORGANIZACIONES ESTUDIANTILES ANDALUZAS

ORDEN 8.5.95 (BOJA del 19.5.95)

Núm. Organizaciones Ayuda
Censo solicitantes Centro concedida

34 Huelva-Sierra IES San Blas 65.592
49 Sin Fronteras IFP León Ortega 65.000
56 La Florida CPMA Lazareto 77.000
59 Bocaimba IB Diego de Guzmán 73.000
66 El Progreso CPMEA Virgen

de Belén 67.000
40 Asociación

Estudiantiles IB Odiel 86.000

4. Administración de Justicia

JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NUM. CINCO
DE SEVILLA

EDICTO. (PP. 2984/95).

Don Antonio Marco Saavedra Magistrado-Juez del Juz-
gado de Primera Instancia número cinco de los de Sevilla.

Hace saber: Que en el Juicio Ejecutivo, número
0456/95, promovido por Monte de Piedad y Caja de
Ahorros de Madrid, contra Francisco Corrales Domingo,
Mercedes Peñal González, y Arsenio Soriano Perales, en

reclamación de 2.776.917 pesetas, he acordado por pro-
videncia de esta fecha, citar de remate a dicha parte
demandada, Arsenio Soriano Perales y Mercedes Peñal
González cuyo domicilio actual se desconoce, para que
en el término de nueve días se persone en los autos, y
se oponga si le conviniere, habiéndose practicado ya el
embargo de sus bienes sin previo requerimiento de pago,
dado su ignorado paradero. De no personarse le parará
el perjuicio a que hubiere lugar en Derecho.

Dado en Sevilla, a catorce de noviembre de mil nove-
cientos noventa y cinco.- El Secretario.E/.

5. Anuncios

5.1. Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

CONSEJERIA DE INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO

RESOLUCION de 22 de noviembre de 1995,
de la Dirección General de Turismo, por la que se
convoca a concurso público la explotación del Cam-
ping y Servicios en él instalados, en la localidad
de Arcos de la Frontera (Cádiz). (PD. 3045/95).

La Consejería de Industria, Comercio y Turismo, ha
resuelto convocar el concurso a que se hace referencia
en el encabezamiento.

Expte. Núm.: 002/95.
Denominación: Concurso público para la explotación

del Camping y servicios en el instalados, en la localidad
de Arcos de la Frontera (Cádiz).
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Presupuesto de licitación: Será ofertado por los lici-
tadores.

Fianza provisional: Para participar en la licitación será
necesario acreditar la consignación de una fianza provi-
sional de quinientas mil pesetas (500.000 ptas.).

Plazo de explotación: El señalado en la base Sexta
del Pliego de Cláusulas de Explotación.

Exposición del expediente: El Pliego de Cláusulas de
Explotación y demás documentación estarán a disposición,
para su examen, en el Servicio de Infraestructura Turística
de la Dirección General de Turismo, sito en Sevilla, Avenida
de la República Argentina, 25, planta octava, durante los
días laborables, excepto sábados, dentro del plazo de pre-
sentación de proposiciones, desde las diez hasta las catorce
horas.

Plazo de presentación de proposiciones: Dos mes, con-
tados a partir del día siguiente al de la publicación del
presente anuncio.

Lugar de presentación de proposiciones: En el Registro
General de la Consejería de Industria, Comercio y Turismo,
sito en la Avenida de la República Argentina, núm. 23,
planta segunda, de Sevilla. Cuando las proposiciones se
envíen por correo se estará a lo dispuesto en el artículo
100 del Reglamento General de Contratación del Estado.

Referencia al modelo de proposición económica: La
proposición económica deberá llevarse a cabo conforme
al modelo Anexo I al Pliego de Cláusulas de Explotación.

Documentos a presentar por los licitadores: Los indi-
cados en el epígrafe décimo primero del Pliego de Cláu-
sulas de Explotación.

Examen de la documentación: La Mesa de Contra-
tación, al cuarto día siguiente hábil al de terminación del
plazo de presentación de proposiciones, excepto sábados,
calificará la documentación presentada y publicará a con-
tinuación, en el tablón de anuncios de la Dirección General
de Turismo, el resultado de la misma, a fin de que los
licitadores afectados conozcan y subsanen, dentro del plazo
que se indique, los defectos materiales observados en la
documentación.

Apertura de proposiciones: Se realizará por la Mesa
de Contratación en Acto Público en la Sala de Juntas,
sita en la octava planta del núm. 25 de la Avenida de
la República Argentina en Sevilla, a las 12,00 horas, cuan-
do se cumplan los diez días hábiles siguientes a aquel
en que termine el plazo para la presentación de propo-
siciones. Si dicho día hábil fijado para la apertura de pro-
posiciones fuera sábado, se celebrará el día siguiente hábil.

Abono de los anuncios: Los anuncios en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía y Prensa, serán por cuenta
del adjudicatario.

Sevilla, 22 de noviembre de 1995.- El Director Gene-
ral, José M. Ruiz Povedano.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de suministro
que se indica, por el procedimiento de adjudicación
abierto mediante concurso.

La Consejería de Obras Públicas y Transportes, en
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 94 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y 119
del Reglamento General de Contratación, ha acordado
hacer pública la adjudicación del contrato de suministro
que se indica a continuación por el procedimiento de adju-
dicación abierto mediante concurso:

Clave: S-72052-ADMO-5X.
Denominación: «Suministro e instalación de veintiuna

redes de área local, completas o a completar en los Ser-
vicios Centrales y Delegaciones Provinciales de la Con-
sejería de Obras Públicas y Transportes».

Adjudicatario: S.D.I. Andalucía, S.A.
Importe: 61.000.000 ptas.

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- El Secretario
General Técnico, Diego Romero Domínguez.

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de obras que
se indica, por el procedimiento de adjudicación
abierto mediante subasta.

La Consejería de Obras Públicas y Transportes, en
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 94 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y 119
del Reglamento General de Contratación, ha acordado
hacer pública la adjudicación del contrato de obras que
se indica a continuación por el procedimiento de adju-
dicación abierto mediante subasta:

Clave: S-72042-REOF-5S.
Denominación: «Acondicionamiento de nave para

ampliación de locales del archivo de la Delegación Pro-
vincial en Sevilla de la Consejería de Obras Públicas y
Transportes».

Adjudicatario: Remacón, S.L.
Importe: 6.844.000 ptas.

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- El Secretario
General Técnico, Diego Romero Domínguez.

RESOLUCION de 11 de diciembre de 1995,
de la Secretaría General Técnica, por la que se hace
pública la adjudicación del contrato de obras que
se indica, por el procedimiento de adjudicación
abierto mediante subasta.

La Consejería de Obras Públicas y Transportes, en
cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 94 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y 119
del Reglamento General de Contratación, ha acordado
hacer pública la adjudicación del contrato de obras que
se indica a continuación por el procedimiento de adju-
dicación abierto mediante subasta:

Clave: S-72061-REOF-5C.
Denominación: «Adaptación de la planta novena del

edificio de usos múltiples de la Delegación Provincial
de esta Consejería en Córdoba, sito en c/ Santo Tomás
núm. 1».

Adjudicatario: Gumova, S.L.
Importe: 8.630.0000 ptas.

Sevilla, 11 de diciembre de 1995.- El Secretario
General Técnico, Diego Romero Domínguez.

AYUNTAMIENTO DE ALMONTE

ANUNCIO de subasta. (PP. 2738/95).

Don Francisco Bella Galán, Alcalde-Presidente del
Ilmo. Ayuntamiento de Almonte


